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Argentina

Programa de Servicios Agrícolas Provinciales 
PROSAP III (AR-L1120)

I. Introducción

1.1 Este informe tiene por objetivo ofrecer un cuadro de análisis de la sostenibilidad ambiental y social del programa en preparación en el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca – MAGyP con financiamiento del Banco – AR-L1120, el segundo de una Línea Condicional de Crédito para Programas de Inversión (CCLIP). El programa financiará la implantación de cerca de 20 proyectos provinciales para desarrollo rural y agrícola en los siguientes tópicos: (i) mejoría de la infraestructura productiva (riego, drenaje y control inundaciones, caminos rurales, electrificación rural y energía alternativa); (ii) servicios agroalimentarios (tecnologías y adaptación al cambio climático, sanidad y seguridad agroalimentaria, desarrollo comercial e información tecnológica; y (iii) fortalecimiento y capacitación institucional relacionado a los objetivos del Programa (MAGyP y provincias). Asimismo, el programa financiará iniciativas para generar o consolidar clusters agropecuarios y promover inversiones privadas en cadena productivas agroalimentarias que se revelan prominentes.
1.2 El programa financiará la implantación de cerca de 20 proyectos provinciales para desarrollo rural y agrícola en los siguientes tópicos: (i) mejoría de la infraestructura productiva (riego, drenaje y control inundaciones, caminos rurales, electrificación rural y energía alternativa); (ii) servicios agroalimentarios (tecnologías y adaptación al cambio climático, sanidad y seguridad agroalimentaria, desarrollo comercial e información tecnológica; y (iii) fortalecimiento y capacitación institucional relacionado a los objetivos del Programa (MAGyP y provincias). Asimismo, el programa financiará iniciativas para generar o consolidar clusters agropecuarios y promover inversiones privadas en cadena productivas agroalimentarias que se revelan prominentes
1.3 La base de esa evaluación es: (i) una revisión de los estudios de impacto ambiental y social específicos de los proyectos de la muestra representativa; (ii) una actualización del marco legal e institucional ambiental y social en nivel nacional y provincial; (iii) la evaluación de termino medio realizada para el PROSAP II; (iv) una evaluación del cumplimiento de procedimientos socioambientales en proyectos en ejecución bajo las operaciones en curso y (v) una actualización de los aspectos ambientales y socioculturales del Reglamento Operativo y Manual Ambiental y Social elaborados para el Programa y revisados en el año 2008. Aquí se presentan los principales resultados de las actividades realizadas.
II. Antecedentes del PROSAP
2.1 De acuerdo con los lineamientos definidos en la Política de Medio Ambiente y Cumplimiento de Salvaguardias del Banco (OP-703), la operación de la Línea de Crédito CCLIP no requirió clasificación ambiental, aunque se identifican algunos aspectos que requieren atención durante la preparación. El primer préstamo de inversión fue clasificado como categoría B. La estrategia de análisis de la sostenibilidad ambiental y social tuvo dos dimensiones: (i) una Evaluación Institucional Ambiental del Programa realizada por el Equipo de Proyecto como insumo a la preparación de la Línea CCLIP; y (ii) estudios de impacto ambiental y social específicos de las intervenciones del primer programa bajo la Línea.

2.2 Para evaluar los impactos socio-ambientales del primer préstamo, se revisaron los estudios de impacto socio-ambiental de una muestra de 12 proyectos, preparados de acuerdo con el manual ambiental vigente y ajustados de acuerdo con los requerimientos de las Políticas del Banco. Los impactos negativos directos identificados son en su mayoría pasibles de mitigación, mediante la utilización de buenas prácticas de construcción, gestión y monitoreo, tanto en la etapa de ejecución como en la de operación de los proyectos. Para cada proyecto se requiere un Plan de Gestión Ambiental y Social – PGAS, el cual reúne dichas medidas de mitigación, así como las especificaciones de control y seguimiento a incorporarse en los pliegos de licitación. El contenido mínimo para la elaboración del PGAS se define en el Manual Ambiental revisado del Reglamento Operativo. Los proyectos de la muestra, así como los futuros proyectos, deberán cumplir con el marco legal e institucional ambiental de ámbito Provincial aplicable, incluyendo la obtención de las autorizaciones pertinentes. Los estudios ambientales en versión electrónica están disponibles para consulta en el PIC del Banco. Previa a la no objeción del Banco para contratar las obras, las Provincias deberán presentar las autorizaciones ambientales pertinentes otorgadas por las autoridades provinciales de aplicación, según corresponda. Los costos de mitigación y monitoreo de los proyectos de la muestra se incluyen en los respectivos presupuestos.
2.3 Durante la ejecución del PROSAP I numerosas cuestiones dificultaron el adecuado seguimiento de la aplicación de las Cláusulas Ambientales establecidas: fueron problemas de tipo económico financiero institucional y político que han incidido negativamente en consolidar de manera adecuada los procedimientos de gestión ambiental de los proyectos, tanto a nivel de la UEC como de las UEPs, observándose como consecuencia resultados heterogéneos. 
2.4 Es de destacar las dificultades en el desembolso de fondos de contrapartida, la desarticulación de la Unidad Ambiental y Social durante el período 1998-2001, y la reorientación de fondos del PROSAP a la emergencia sanitaria por brote de fiebre aftosa. A pesar de lo señalado se restituyó la UAS en el año 2001, situación que posibilitó reiniciar las actividades interrumpidas, aunque se observa que las mismas se focalizaron prioritariamente en el seguimiento de la ejecución de los proyectos más que en el seguimiento específico de la aplicación de las Medidas de Mitigación y de los PGA.
2.5 Durante el análisis para la preparación del PROSAP II en 2007 se concluyo sobre la necesidad de mejorar los mecanismos de gestión ambiental y social en los proyectos, desde la etapa de preparación dentro del PROSAP, dado que existía una variabilidad importante en la aplicación de los requisitos y procedimientos de evaluación ambiental y social (EIAS) variaba de una provincia a otra.  Las provincias que presentan una normativa avanzada establecen procesos y metodologías para llevar adelante el EIAS, las cuales varían entre incluir el análisis de alternativas de proyecto, análisis costo-beneficio ambiental y social, análisis de riesgos, entre otros. Los instrumentos legales varían según las provincias: Declaratoria de Impacto Ambiental - DIA, disposiciones, resoluciones, y certificados de aptitud ambiental, permiso ambiental, entre otros. En algunas provincias existen instancias previas a la EIAS como “aviso de proyecto”, o declaración descriptiva de actividades; en  estos casos algunas presentaciones realizadas al PROSAP incluyen esta documentación.
2.6 Una verificación de los proyectos aprobados a la época de la preparación del PROSAP II apuntó que los mismos cumplían razonablemente con los procedimientos requeridos por sus respectivas provincias, así como con los establecidos en las cláusulas relevantes del Programa. Aún así, se podían identificar notables diferencias en el desarrollo y alcance de los mismos. Algunos casos han cumplido los requerimientos mínimos establecidos, mientras que en otros se ha observado que superaban lo establecido por el PROSAP.

III. Revisión de la ejecución de PROSAP II 

3.1 Por solicitación del Banco, se realizó una auditoría de proyectos en ejecución en el PROSAP II, con el objetivo de:

a) Verificar el cumplimiento de los requisitos de control ambiental y social establecidos en el Manual Ambiental y Social (MAS) del PROSAP del 27 de marzo del 2008;

b) Evaluar el desempeño de las Unidades de Ejecución de Proyecto (UEP) respecto de la implementación y ejecución de los PGAS de los Proyectos financiados bajo los Préstamos BID OC/AR 899-1; BID OC/AR 899-2; y BID OC/AR 1956; y,

c) Verificar la aplicación de las medidas correctivas oportunas para la mitigación de impactos esperables provenientes de las actividades de obras.

3.2 Esa verificación se realizó a partir de la revisión de los informes ambientales semestrales enviados a la UEC-UAS, elaborados por los inspectores ambientales y sociales de obra (IASO) de las respectivas UEPs y visitas focadas. Los documentos contienen información descriptiva de las obras, referencias sobre contratistas y responsables de Proyectos; duración de los Proyectos y requerimientos establecidos en los PGAS y en los Pliegos de Licitación. Se revisaron los siguientes aspectos:

a) Cumplimiento de los compromisos ambientales y sociales establecidos en los Pliegos de Licitación;

b) Cumplimiento de los procedimientos administrativos ante las autoridades competentes para la obtención de los permisos de ejecución de obras y de las acciones vinculadas a los aspectos socio ambientales involucrados;

c) Verificación de la realización de visitas de inspección por las autoridades provinciales;

d) Verificación de ocurrencia de contingencias ambientales y de las medidas de mitigación/ remediación implementadas;

e) Verificación de la gestión de aspectos ambientales de relevancia asociados al manejo de residuos peligrosos, residuos tipo urbano, almacenamiento de combustibles y lubricantes y disposición de efluentes diversos, etc.;

f) Verificación de la existencia de quejas y reclamos por parte de los beneficiarios y de la comunidad del área afectada. Generación de acciones relacionadas con estas situaciones;

g) Verificación del cumplimiento de las acciones de seguridad e higiene, y dictado de capacitaciones inherentes.

3.3 Fueron revisados proyectos de riego y drenaje, de caminos rurales, electrificación rural y de prevención a incendios rurales. Los proyectos elegidos para examen están listados en el Cuadro I a continuación. 
Cuadro I – PROSAP I y II – proyectos en ejecución

	Nombre del proyecto
	Categoría

OP-703
	Tipología



	Catamarca: Desarrollo del Área 

Irrigada de Andaluza Cerro Negro I
	B
	Riego y Drenaje

	Córdoba: Sistema de Riego del Río

Los Sauces
	B
	Riego y Drenaje

	Corrientes: Mejoramiento de Caminos en

Áreas Rurales Productivas
	B
	Caminos rurales

	Entre Ríos: Caminos en Áreas rurales Productivas 

Zonas V y VI
	B
	Caminos rurales

	La Pampa: Prevención de Lucha contra 

Incendios Rurales
	C
	Desarrollo Institucional

	Mendoza: Sistema de Riego Constitución- Medrano;

Sistema de Riego Independencia- Cobos; 

Proyecto de Electrificación Rural
	B
	Riego y Drenaje

	San Juan: Canal Norte y 25 de Mayo
	B
	Riego y Drenaje

	Tucumán: Mejoramiento de la Red 

Vial Terciaria- Zona 1
	B
	Caminos Rurales

	Chaco: Electrificación Rural en Áreas Productivas
	B
	Electrificación Rural

	Chubut: Modernización del Sistema de Riego y 

Drenaje VIRCH
	B
	Riego y Drenaje

	Entre Ríos: Caminos Zona VII
	B
	Caminos Rurales

	Mendoza: Modernización Canales 

Socavón-Frugoni Marco Modernización Canal Nuevo Alvear
	B
	Riego y Drenaje

	Misiones: Electrificación Rural III
	B
	Electrificación Rural


3.4 La evaluación de los documentos ambientales existentes a la época del PROSAP II identificó que los mismos no presentaban lineamientos equilibrados en sus diferentes contenidos. Por lo general, se observaba un mayor desarrollo del tratamiento de las implicancias ambientales de las actividades de construcción y carencias en el análisis y mitigación de los potenciales impactos relacionados con la operación de los proyectos. Los impactos de obra son los que más se describe, en detrimento del análisis del proyecto completo.

3.5 La revisión realizada para los proyectos seleccionados recauda conclusiones que se resumen en los párrafos a continuación. El Anexo Único presenta los resultados de cada proyecto analizado.  

3.6 En general, las UEPs realizan un seguimiento adecuado, aunque factible de ser mejorado, sobre el cumplimiento de los PGAS y demás aspectos conexos. Las deficiencias que los IASO indican en sus informes de auditoria denotan un razonable compromiso de mejora progresiva en la gestión socio ambiental de los proyectos. 

3.7 En la información revisada no queda especificado el tiempo efectivamente transcurrido entre una orden de servicio emitida por el IASO a los efectos de corregir deficiencias observadas, y la corrección efectiva de dichas deficiencias por parte del responsable ambiental de la obra. Desde la perspectiva ambiental el tiempo transcurrido es determinante en la mitigación de los impactos observados, aunque se manifieste que el pago del Certificado de Obra es indicador del cumplimiento de las observaciones realizadas por el IASO. 
3.8 El desempeño de la UEC-UAS y las UEPs en relación a la gestión socio ambiental posibilita el abordaje, sin mayores riesgos, de la gestión de los proyectos contemplados en la muestra PROSAP III. Sin embargo, la inclusión de proyectos Tipo A demandará incrementar el fortalecimiento institucional en aspectos socio ambientales a nivel de las UEPs.

3.9 Las conclusiones mencionadas son lecciones aprendidas para el PROSAP III, donde se consideró (i) la creciente diversidad de tipos de proyectos elegibles en el PROSAP, y la necesidad de incrementar aun más el listado de impactos incidentes por tipo de proyecto; (ii) la necesidad de valorizar la gestión ambiental en la figura del Plan de Gestión Ambiental y Social, del cual se habla en ítem específico en el Manual Ambiental de Reglamento Operativo; y (iii) el trabajo de capacitación en material ambiental y social a ser ejercido por la Unidad Ambiental y Social hacia las provincias – UEPs, visando mejorar el proceso de gestión y seguimiento de los proyectos en esos aspectos . 
3.10 Otra perspectiva de evaluación y lecciones aprendidas para el análisis y gestión ambiental y social del programa se obtuvo a través de la Evaluación de Medio Término (EMT), solicitada por el Banco para el PROSAP II. Ese documento destaca, en sus conclusiones, la aplicación del Manual Ambiental y Social (MAS) del Reglamento Operativo para la verificación de factibilidad de los proyectos. 
3.11 La EMT concluye que las modificaciones introducidas en 2008 al Manual fueron positivas y reflejan mejoras en la preparación de los proyectos. Esas modificaciones fueron básicamente: (i) el fortalecimiento de los procesos de consulta pública y participación, (ii) el seguimiento de la ejecución de los Planes de Gestión Ambiental y Social (PGAS); (iii) la formulación de Planes de Pueblos Indígenas; (iv) la gestión del Reasentamiento de población; y, (v) la consideración de procedimientos para asegurar la protección del patrimonio cultural. 
3.12 De acuerdo a las conclusiones de la EMT, si bien las modificaciones introducidas al MAS mejoraron substancialmente la consideración de los aspectos ambientales y sociales en la formulación y ejecución de los proyectos, su difusión y su plena aplicación requiere de tiempo para consolidar estos procedimientos en las prácticas de las entidades y organismos provinciales a cargo de su implementación. Con respecto a los procedimientos de consulta pública, la puesta en práctica de los requerimientos del MAS difieren en muchos casos con los establecidos en la legislación provincial, lo que implica tener que introducir en las provincias nuevos procedimientos en la materia.

3.13 Como consecuencia de los nuevos requerimientos y estándares establecidos por el MAS, las entidades y organismos provinciales involucrados en su ejecución también están fortaleciendo su capacidad de gestión, incorporando en sus plantas a profesionales capacitados en el seguimiento de los aspectos ambientales y sociales.

IV. Marco Institucional y Legal Ambiental y Social

A. Nivel Nacional

4.1 El marco legal ambiental en Argentina está bien establecido en nivel nacional y ha avanzado mucho en los últimos años en las provincias. En materia ambiental está referido en la Constitución Federal.
 El artículo 41 de la Constitución Nacional establece que "todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer la de las generaciones futuras, imponiéndoles el deber de preservarlo". A continuación, agrega que el "daño ambiental genera prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley". Al Estado se impone la obligación de adoptar las medidas y dictar las disposiciones necesarias para efectivizar este derecho reconocido ampliamente a la comunidad y a los particulares, por medio de la ley que debe reglamentar el alcance y la forma de ejercerlo.
4.2 En 2002 se ha aprobado la Ley Nacional 25.675 de Política Ambiental Nacional. Esta ley, según su artículo 1, establece los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable, precisando los objetivos que deberá cumplir la política nacional ambiental. Su ámbito de aplicación será todo el territorio de la Nación y que sus disposiciones son de orden público, debiendo ser utilizada para la interpretación y aplicación de la legislación específica, la cual mantendrá su vigencia en tanto no se oponga a ella. La aplicación de esta ley mayor es complementada y/o modificada por normas posteriores: Decreto  2413/2002, Decreto  481/2003, Resolución  250/2003, Resolución  685/2005, Resolución  3587/2006, Resolución  177/2007, Resolución Conjunta 178/2007, Resolución  39/2007, Resolución  1139/2008, Resolución  1398/2008, Decreto  1837/2008, Resolución  1/2008, Resolución  8/2009, Resolución  372/2010, Ley  26639, Resolución  481/2011 y Resolución  377/2011.
4.3 El artículo 8 prevé instrumentos de la política y gestión ambiental tales como:
a. El ordenamiento ambiental del territorio, generado en la coordinación ínter jurisdiccional entre los Municipios y Provincias y de éstas y la Ciudad de Bs. As con la Nación a través del Consejo Federal de Medioambiente (COFEMA), cuya función es la concertación de los distintos intereses. Este proceso de ordenamiento ambiental debe asegurar el uso ambientalmente adecuado de los recursos, posibilitar la máxima producción y utilización de los diferentes ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y promover la participación social en las decisiones fundamentales del desarrollo sustentable; 

b. El procedimiento de evaluación de impacto ambiental al que estará sujeto toda obra o actividad que sea susceptible de degradar el ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población en forma significativa. Los estudios de impacto ambiental deberán contener, como mínimo una descripción detallada del proyecto de la obra o actividad a realizar, la identificación de las consecuencias sobre el ambiente y las acciones destinadas a mitigar los efectos negativos.

c. El sistema de control sobre el desarrollo de las actividades antrópicas localizará las distintas actividades y el desarrollo de asentamientos humanos según la vocación de cada zona, las características particulares de los diferentes biomas y la protección y conservación de ecosistemas significativos.  

d. La educación ambiental, como proceso continuo, permanente y sometido a constante actualización, tendiente a generar en los ciudadanos valores, comportamientos, y actitudes que sean acordes con un ambiente equilibrado, propendan a la preservación de los recursos naturales y su utilización sostenible y mejoren la calidad de vida de la población. 

e. La información ambiental que deben proporcionar tanto las personas físicas como las jurídicas, públicas y privadas, en relación con la calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollen y todo habitante podrá obtener de las autoridades información ambiental que no sea reservada.
4.4 Asimismo, encontramos leyes sectoriales específicas aplicables al PROSAP. La Ley Nacional de Residuos Peligrosos (Ley 24.051 de 1992 y su Decreto reglamentario Nº 831/93) es una de las que tiene relevancia en el Programa. 
4.5 Dicha normativa se aplica a la manipulación, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos. Entre las sustancias vinculadas con la actividad agropecuaria, mencionadas por la ley como peligrosos, puede indicarse a los desechos de medicamentos y productos farmacéuticos para la salud animal; desechos resultantes de la producción, la preparación y utilización de biocidas y productos fitosanitarios; desechos que tengan como constituyente compuestos de cobre, orgánicos de fósforo, soluciones ácidas y básicas; sustancias tóxicas agudas o crónicas; y sustancias ecotóxicas. Las personas físicas o jurídicas que generan, transportan, tratan o disponen residuos peligrosos deberán inscribirse en el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos. Esos generadores deben obtener el Certificado Ambiental como requisito para operación de la actividad relacionada con los residuos peligrosos.  En el caso de que el generador esté autorizado a tratar los residuos en su propia planta, deberá llevar un registro permanente de estas operaciones. La mayoría de las provincias han adoptado leyes sobre la gestión de residuos peligrosos que respectan la normativa nacional. En algunas provincias no se puede transportar ni tratar residuos peligrosos provenientes de otras provincias, sin la debida autorización ambiental provincial.
4.6 La utilización de sustancias químicas en la producción agropecuaria, se rige por: 1) la Ley Nacional Nº 18.073 ("Ley de Agroquímicos- Plaguicidas", 1969) y su decreto reglamentario 2678/79, modificado / complementado por Resolución  56/1990, Resolución  240/1995, Resolución  20/1995, Resolución  125/1998, Resolución  561/1999, Resolución  256/2003, Resolución  512/2004, Resolución  507/2008 y Resolución  934/2010; 2) la ley 20418/73 y sus actualizaciones mediante Resolución  561/1999, Resolución  256/2003, Resolución  512/2004, Resolución  1384/2004 y Resolución 507/2008; y 3) la Ley 22289/80, complementadas por Decreto 3148, Resolución 507/2008 y Resolución 934/2010.
4.7 Este cuerpo legal,  entre otros aspectos, faculta al Poder Ejecutivo Nacional para establecer las normas de uso, elaboración, industrialización, venta, transporte y almacenamiento de los citados productos. La ley Nº 18.073 y sus modificatorias, establece una lista de los productos agroquímicos y principios activos para sanidad vegetal y animal de uso restringido o prohibido en la República Argentina. También deben considerarse las legislaciones provinciales específicas sobre agroquímicos, en el diseño de los componentes de los proyectos y en la evaluación de sus impactos ambientales.
4.8 En cuanto a la utilización de agroquímicos, la autoridad de aplicación (ente regulador nacional) es el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca (MAGyP), a través del SENASA.  Controla el tráfico federal, las importaciones y exportaciones de los productos y subproductos y derivados de origen animal y vegetal, productos agroalimentarios, fármacos-veterinarios y agroquímicos, fertilizantes y enmiendas.  También registra, autoriza o prohíbe los agroquímicos y dispone sobre el transporte, el almacenamiento, la venta de plaguicidas, y los etiquetas. Ciertos plaguicidas altamente tóxicos quedan prohibidos en el país.
4.9 Como normativa adicional relevante para proyecto PROSAP III (e ya presentes en la muestra) en el ámbito nacional podemos citar a la Ley de Bosques Nativos No 26331, Ley Nacional de Incendios No 13273, Ley Nacional de Conservación de Suelos No 22429, Ley Nacional sobre Preservación del Patrimonio Arqueológico, Paleontológico y Antropológico No 25743; Ley Nacional sobre Demarcación de Líneas de Ribera No 26209, Ley Nacional de Tránsito No 24449, Ley sobre Seguridad Vial No 26363, Ley Nacional sobre Áreas de Protección Nro. 22351; Ley Nacional de Aguas No 25688; Amparo Ambiental Art. 41 de la Constitución Nacional; Ley Nacional sobre Desechos Domiciliarios No 25916; Ley Nacional sobre Cambio Climático No 24295; Ley Nacional de Reconocimiento de Pueblos Originarios Nro. 2263; Ley Nacional sobre Régimen de las Servidumbres Administrativas de Electroductos Nro. 19552 y Código Civil Libro II Título VII; Resoluciones del Ente Regulador del Gas, especialmente Res. ENARGAS (NAG-153); Resoluciones del Ente Nacional Regulador de la Electricidad; Ley Nacional sobre Habilitación de Mataderos y Frigoríficos Nro. 22375; Ley Nacional sobre Arbolado Público Nro. 12276 y Ley Nacional de Obras Públicas Nro. 13064, entre otras.
B. Nivel Provincial

4.10 La aplicación de la ley ambiental en las provincias de Argentina no es homogénea y presenta distintos estados de aplicación y efectividad. Es correcto decir que las normas están puestas, pero que el sistema, por veces, no tiene capacidad para actuar en acuerdo a la norma, por diferentes razones. Los problemas que el aparato público enfrentó desde la crisis del inicio de los años 2000 generaron una pérdida masiva de cuadros profesionales con experiencia que no siempre fueron reemplazados por completo en número y tampoco en calificación. Sin embargo, muchas provincias avanzaron en la implantación de su marco legal, con la muestran las leyes aprobadas en los años recientes. 

4.11 En la preparación de los proyectos del PROSAP III, fueron verificadas las condiciones del marco legal en las Provincias de la muestra, que se resume como sigue:
4.12 La Provincia de Buenos Aires recepta en el Art. 28 de su Constitución que: “… La Provincia ejerce el dominio eminente sobre el ambiente y los recursos naturales de su territorio incluyendo el subsuelo y el espacio aéreo correspondiente, el mar territorial y su lecho, la plataforma continental y los recursos naturales de la zona económica exclusiva, con el fin de asegurar una gestión ambientalmente adecuada. En materia ecológica deberá preservar, recuperar y conservar los recursos naturales, renovables y no renovables del territorio de la Provincia; planificar el aprovechamiento racional de los mismos; controlar el impacto ambiental de todas las actividades que perjudiquen al ecosistema; promover acciones que eviten la contaminación del aire, agua y suelo; prohibir el ingreso en el territorio de residuos tóxicos o radiactivos; y garantizar el derecho a solicitar y recibir la adecuada información y a participar en la defensa del ambiente, de los recursos naturales y culturales...”. 
4.13 Ley 11459, en su Art. 17, establece que todos los Estudios para la determinación del Impacto Ambiental y aquéllos relacionados a la preservación y monitoreo de los recursos naturales deberán ser efectuados y suscriptos en el punto que hace a su especialidad, por profesionales que deberán estar inscriptos en un Registro de Profesionales para el Estudio de Impacto Ambiental. Se prevé el instituto de la Audiencia Pública. El Decreto Nº 1.741/96 reglamentario de la Ley Nº 11459 (Modificatorio del Decreto Reglamentario Nº 1601/95): Título III, Capítulo III - De la Evaluación del Impacto Ambiental y su modificatorio el Decreto Nº 2181/01. A su vez, la Ley 11.723 (09/11/95) - Ley de Medio Ambiente Título II Capítulo II: De la Política Ambiental, artículo 5, inciso b: menciona la obligación que todo emprendimiento que implique acciones u obras que sean susceptibles de producir efectos negativos sobre el ambiente y/o sus elementos debe contar con una evaluación de impacto ambiental previa; Capítulo III: De los Instrumentos de la Política Ambiental, Del Impacto Ambiental, artículos 10 al 24. La Resolución SPA Nº 538/99 - ANEXO I. Ley Nº 11.723 (Anexo II. Punto 2). Instructivo para el Estudio de Impacto Ambiental de la Ley Nº 11.723. La Disposición Nº 5/01 – Subsecretaría Técnico Operativa de la Secretaría de Política Ambiental – Crea la Comisión de Evaluación de Riesgo Ambiental Asociado a la radiación Electromagnética no Ionizante. 
4.14 La Autoridad de Aplicación es la Secretaría de Política Ambiental. La Provincia cuenta además con las leyes 11723, 13592 y ccs, cuyos contenidos tienen por objeto la protección, conservación, mejoramiento y restauración de los recursos naturales y del ambiente en general en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a fin de preservar la vida en su sentido más amplio; asegurando a las generaciones presentes y futuras la conservación de la calidad ambiental y la diversidad biológica.
4.15 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Código de Aguas 12257, Delimitación de Líneas de Ribera decreto 10391; Comités de Cuenca, ley 12653; Consorcio de Aguas, ley 12257; Energía Eléctrica ley 11769; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 13592; Efluentes líquidos ley 5965; Explotación Sustentable de Ecosistemas y Áreas Protegidas ley 13757 y adhesión a ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley 8912 y Adhesión a la Ley Nacional 22428; Manejo del fuego e Incendios, ley 8751; Desechos peligrosos, ley 11720; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, Constitución Provincial y Adhesión a la Ley nacional 25743;  Protección flora silvestre y fauna, ley 10907; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 10699; Amparo ambiental, ley 13928; Obras públicas, ley 6021; Arbolado Público, ley 12276; y Humedales, ley 23919.
4.16 Provincia de Catamarca cuenta con una Ley de Aguas Nº 2577,  la cual a lo largo de sus 258 artículos regula esta temática, entendiendo en su Art. 6 que el orden de preferencia en cuanto a la utilización del agua pública es para: i- Abastecimiento de poblaciones; ii- Uso pecuario; iii-  Irrigación; iv- Energía Hidráulica y v- Industrias. La autoridad de Aplicación es la Dirección de Administración de Aguas. 
4.17 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Comités de Cuenca se rigen por la ley provincial 9830; Consorcios de Agua, ley 2577; Demarcación de límites de ribera, ley 18.500, actualmente se encuentra en estudio en el Congreso de la Nación un proyecto de ley que actualice, modifique o confirme las eventuales disputas de límites entre Catamarca y Salta; Energía Eléctrica 4834; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 5.002 y Resolución 65/06 Reglamento para el control del vertido de líquidos residuales; Explotación Sustentable de Ecosistemas, ley 4898 y sus correspondientes reformas, Sistemas de Áreas Protegidas, ley 22351 -RN y de Biósfera Mab Laguna Blanca, Ramsar Lagunas alto andinas y puneñas y Reserva de Vicuñas y Chinchillas en la Puna de Atacama; Conservación de Suelos, decreto-ley 2480; Manejo del fuego e Incendios, leyes  4977 y 5232; Desechos peligrosos, decreto-ley 24051; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, ley 4218;  Protección flora silvestre, ley 1443 y 1576 Bis53; Protección de fauna, ley 4855; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 4395; Canteras, ley 4352, Bosques Nativos, ley 5311 Amparo ambiental, ley 4642, Obras públicas, ley 2730 Arbolado Público, ley 4977; Área de usos múltiples, ley 5070 y Humedales, ley 5311.
4.18 En la Provincia del Chaco, la Ley 3.964 de 1994 establece los “Principios rectores para la preservación, recuperación, conservación, defensa y mejoramiento ambiental”. La provincia requiere un estudio de impacto ambiental, pero no detalla los requisitos que se deberá cumplir, solamente la necesidad de evaluarse distintas alternativas de proyecto. No hay información sobre el instrumento legal que expide la provincia una vez aprobado el proyecto y la autoridad provincial encargada de dar la aprobación es el Ministerio de Agricultura y Ganadería a través de la Subsecretaría de Recursos Naturales y Medio Ambiente
4.19 En la Provincia de Chubut, la Ley 4032 “Evaluación de Impacto Ambiental de todos los Proyectos consistentes en realización de Obras, Instalaciones o cualquier otra actividad” contempla las actividades que deben contar con evaluación de impacto ambiental y los requerimientos mínimos de esta evaluación, que incluyen la necesidad de Audiencia Pública. El trámite se inicia con la presentación de una “Declaración descriptiva de actividades”; se especifican contenidos mínimos exigidos para la evaluación de impacto ambiental con niveles de profundidad de estudio y necesidad de realizar un análisis adicional de riesgos. La aprobación del proyecto se materializa en forma de una disposición de la Autoridad de Aplicación. En el año 2005 se aprobó el Código Ambiental Provincial, bajo la Ley 5439. El Ministerio de Ambiente y Control del Desarrollo Sustentable es la Autoridad de Aplicación. 
4.20 La Provincia cuenta con la  Ley XIX- Nº 32 (Antes ley 5.232), que tiene por objeto defender las comunidades vegetales que componen los ecosistemas en la Provincia frente a los incendios y proteger a las personas y a los bienes por ellos afectados, promoviendo la adopción de una política activa de prevención. Es Autoridad de Aplicación la Dirección General de Bosques y Parques, dependiente de la Subsecretaría de Recursos Naturales del Ministerio de Industria, Agricultura y Ganadería. 
4.21 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Código de Aguas 4148; Demarcación de límites de ribera, ley 4411 (Tho.); Energía Eléctrica, Ley I 191 (Antes ley 4312); Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, leyes 5002 y 5439; Explotación Sustentable de Ecosistemas, ley 4617 y adhesión a la ley nacional 22421; Sistemas de Áreas Protegidas, ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley XVII-Nº 9 (Antes ley 1119); Desechos peligrosos, ley 3742; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, leyes 3124 y 3559;  Protección flora silvestre y fauna, leyes 4560 y 26; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 4073; Bosques Nativos, ley XVII Nº 92; Amparo ambiental, ley 4572, Obras públicas, leyes 3505 y 4882; Arbolado Público, ley  XI Nº 35; y Humedales, ley 4032. 
4.22 La ley forestal del 2004 designa a la Dirección General de Bosques y Parques como máxima autoridad en todo lo atinente a incendios forestales y rurales en Chubut.  Uno de los aspectos centrales de la Ley es la creación (Cap. VIII) del Servicio Provincial de Manejo del Fuego, dependiente de la Autoridad de Aplicación (DGByP). Es su responsabilidad fijar los lineamientos básicos para la capacitación y adiestramiento del personal dependiente de los establecimientos privados en materia de extinción de Incendios Forestales o Rurales. Igualmente están contemplados, desde 2009,  los aspectos  ambientales de los proyectos incluidos los forestales. A través del Decreto N° 185/09 se establece los mecanismos que rigen para la evaluación de impacto ambiental en la provincia del Chubut, siendo la Dirección General de Evaluación Ambiental la encargada de la mencionada evaluación. En el caso del presente proyecto, el informe se basa en lo requerido por el Anexo II del mencionado Decreto
4.23 En la Provincia de Entre Ríos, el Decreto Provincial Nº 4977 del 21/12/2009 reglamenta el Estudio de Impacto Ambiental. El decreto tiene como sustento a la Ley Nº 25.675, en su artículo 11, establece que: toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea susceptible de degradar el ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población, en forma significativa, estará sujeta a un procedimiento de evaluación de impacto ambiental, previo a su ejecución; y al artículo 22 de la Constitución Provincial, establece que: todos los habitantes gozan del derecho a vivir en un ambiente sano y equilibrado, apto para el desarrollo humano, donde las actividades sean compatibles con el desarrollo sustentable, para mejorar la calidad de vida y satisfacer las necesidades presentes, sin comprometer las de generaciones futuras. Tienen el deber de preservarlo y mejorarlo, como patrimonio común; Que como consecuencia de las actividades antrópicas y la utilización irracional de los recursos naturales se produce la degradación del ambiente, generando problemas económico-sociales que afectan la calidad de vida de la población y su entorno; Que es de suma importancia regular el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, como instituto necesario para la conservación del ambiente en todo el territorio de la Provincia. La Autoridad de Aplicación es la Secretaría de Medio Ambiente Provincial, quien luego del análisis efectuado de las actuaciones presentadas otorgará el certificado de aptitud ambiental, de considerarlo pertinente, el cual debe ser renovado cada 2 años. También determina que en el caso de proyectos catalogados como de categoría 2 y 3 necesariamente deben ser sometidos al proceso de participación ciudadana y/o Audiencia Pública previa, depende la categoría que la Autoridad de Aplicación le haya asignado.
4.24 La Provincia cuenta con una Ley de Aguas Nº 9172, la cual a lo largo de sus 99 artículos regula esta temática, entendiendo en su Art. 12 que el orden de preferencia en cuanto a la utilización del agua pública es para: ii- Abastecimiento de agua potable; ii- Uso agropecuario; iii-  Uso industrial; iv- Uso Minero; v- Aprovechamiento energético; vi- Uso turístico; vii- Uso terapéutico; viii-Acuicultura; ix- Uso recreativo y x- otros usos. La autoridad de Aplicación es la Dirección Provincial de Hidráulica. 
4.25 Se destacan las leyes 8963(adhesión a la Ley Nacional de Tránsito 24449) y 10025 de Seguridad Vial. Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Comités de Cuenca y Consorcios de Agua se rigen por la ley provincial 9757; Demarcación de límites de ribera, ley 9008; Entes Reguladores de Agua ERAS, ERRTER, EPAS; Energía Eléctrica 24954; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 9345 y Resolución 65/06 Reglamento para el control del vertido de líquidos residuales; Explotación Sustentable de Ecosistemas, ley 9678, Sistemas de Áreas Protegidas, Conservación de Suelos, ley 8318; Manejo del fuego e Incendios, leyes  9291 y 9868; Desechos peligrosos, ley 8880; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, ley 9686;  Protección flora silvestre y fauna, ley 8967; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 6599 y decreto 279;, Bosques Nativos, ley 26331 Amparo ambiental, ley 9846, Obras públicas, ley 6351 Arbolado Público, ley 9243; y Humedales, ley 9718.
4.26 En la Provincia de La Pampa  la “Ley ambiental provincial” (1914) requiere,  para algunos casos, la realización de la Evaluación de Impacto Ambiental. Todavía, no se especifican contenidos mínimos para la evaluación de impacto ambiental. Se requiere la realización de una audiencia Pública y la aprobación del proyecto se materializa en forma de una Declaración de Impacto Ambiental.
4.27 La Secretaria de Ambiente es el ente provincial encargado de las cuestiones ambiental es en la provincia de La Rioja (Ley 7371). En obras de cierta magnitud se solicitan Estudios de Impacto Ambiental y los mismos son aprobados por la Secretaría de Ambiente. La provincia realiza audiencias públicas en proyectos importantes de tendidos de redes eléctricas.
4.28 La Provincia de Mendoza presenta criterios para la Evaluación de Impacto Ambiental en la Ley 5961, sobre preservación, conservación, defensa y Mejoramiento del Ambiente. La Ley en el Título V: “Del impacto Ambiental” establece que se entiende por evaluación de impacto ambiental (E.I.A.) el procedimiento destinado a identificar e interpretar, así como a prevenir, las consecuencias o efectos que acciones o proyectos, puedan causar el equilibrio ecológico, al mantenimiento de la calidad de vida y a la preservación de los recursos naturales existentes en la provincia (Art. 26). Así también especifica que todos los proyectos de las obras o actividades capaces de modificar, directa o indirectamente el ambiente del territorio provincial, deberán obtener una Declaración de Impacto Ambiental (Art. 27). 
4.29 Da las pautas para el procedimiento de evaluación de impacto ambiental que estará integrado por las siguientes etapas (Art. 29): a) La presentación de la manifestación general de impacto ambiental y, en su caso, la manifestación específica de impacto ambiental; b) La audiencia pública de los interesados y afectados; c) El dictamen técnico; d) La declaración de impacto ambiental. Las etapas individualizadas como c) y d) se cumplirán en forma simultánea. Determina que se debe convocar a Audiencia Pública a las personas potencialmente afectadas por la realización del proyecto y a las organizaciones no gubernamentales interesadas en la preservación de los valores ambientales que la ley protege. Además  la provincia cuenta con la ley Nº 6.649, sobre actividades sometidas al proceso de Evaluación de Impacto Ambiental. En cuanto al Decreto Nº 2.109 – Reglamentación de la Ley Nº 5961, el Art. 2 establece los contenidos mínimos de la Manifestación General de Impacto Ambiental a fin de obtener la Declaración de Impacto Ambiental. La Resolución Nº 109/00 del Departamento General de Irrigación – indica el “Procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental de Obras Hídricas”.
4.30 La Provincia cuenta con una Ley de Aguas y un Código de Aguas, el cual ratifica que la Autoridad superior es el Departamento General de Irrigación, conformado a partir de la Ley de Aguas de 1884 y consolidado con las posteriores Constituciones de 1894, 1900 y 1916. El Art. 188 de la Constitución Provincial vigente, lo inviste con competencias exclusivas para todo asunto que refiera a la administración hídrica. A su vez, dicha norma regula el régimen de designación de sus autoridades, garantizando su inamovilidad en tanto dure su buena conducta. Concordantemente con estas normas que garantizan la independencia técnico-política del organismo; el Art. 196 CP le brinda potestades tributarias mediante la facultad de establecer su propio presupuesto. 
4.31 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Comités de Cuenca y Consorcios de Agua se rigen por las leyes provinciales 24216 y 7017; Demarcación de límites de ribera, ley y código de aguas; Energía Eléctrica ley 6497; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 5970; Explotación Sustentable de Ecosistemas, ley 7526 y adhesión a la ley nacional 22421; Sistemas de Áreas Protegidas, ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley 4597; Manejo del fuego e Incendios, ley 6099; Desechos peligrosos, ley 5917; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, leyes 6034, 25568 y 25743;  Protección flora silvestre y fauna, ley 7308; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 5665; Bosques Nativos, ley 8195; Amparo ambiental, ley 5961, Obras públicas, leyes 4416 y 5898; Arbolado Público, ley 7874; y Humedales, ley 7824. 
4.32 Los proyectos de riego tienen legislación específica en la provincia y las autoridades respectivas están involucradas en este proyecto.
4.33 En Misiones, la Ley 3079 establece  “Responsabilidades y criterios para el uso e implementación de la evaluación del impacto ambiental”. Se especifican contenidos mínimos exigidos para la evaluación de impacto ambiental, incluyendo la realización de un análisis de alternativas. Existe una instancia en que se hace pública la información vinculada al EIA del proyecto y se reciben observaciones de los interesados al respecto. La aprobación del proyecto se materializa en forma de una resolución expedida por al Autoridad Ambiental Provincial.

4.34 En la Provincia de Neuquén el organismo competente es la Dirección Provincial de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, perteneciente al Ministerio de Producción y Turismo. Dentro de ésta, existe la Dirección Proyectos y Estudios Ambientales, que es responsable de efectuar la evaluación de los estudios ambientales recibidos; no hay documentos legales específicos.
4.35 En la Provincia de Río Negro las Leyes 3266  y 3335 establecen la  “Evaluación de Impacto Ambiental”. Se requiere la realización de una Audiencia Pública y la aprobación del proyecto se materializa en forma de una Resolución expedida por la Autoridad Ambiental Provincial. La Provincia cuenta con la Ley 2534 que regula las habilitaciones de frigoríficos y mataderos; 2391 sobre volcado de efluentes y, sobre protección de bosques andinos la ley 4552.
4.36 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Código de Aguas 2952; Comités de Cuenca y Consorcios de Agua se rigen por las leyes provinciales 25688 y 2952; Demarcación de límites de ribera, ley 12257; Energía Eléctrica ley 2902; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 7375; Explotación Sustentable de Ecosistemas, ley 2600; Sistemas de Áreas Protegidas, ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley 2669; Manejo del fuego e Incendios, ley 2966; Desechos peligrosos, ley 2472; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, ley 3041;  Protección flora silvestre y fauna, ley 2669; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 2175; Amparo ambiental, ley 2779, Obras públicas, ley J 286; Arbolado Público, ley 7556; y Humedales, ley 4552. 

4.37 La Provincia de Salta presenta criterios para la Evaluación de Impacto Ambiental en la Ley 7.070 (21/12/99) - Ley de Protección del Medio Ambiente, cuyo Capítulo VI (artículos 38 al 53) trata el Procedimiento de Evaluación del Impacto Ambiental y Social. El Decreto 3097/2000 reglamenta esta Ley. Por decreto 615 del 2010 se crea el Consejo Provincial del Medio Ambiente que asesora a la Autoridad de Aplicación, modificando a la ley y decreto 3097 en su parte pertinente. La Ley 7070 a su vez en su artículo 4 punto 3 establece el "Principio de Participación" por el cual todos los habitantes de la Provincia tienen el derecho de intervenir activamente en la defensa y protección del medio ambiente y participar de manera efectiva en el procedimiento gubernamental de toma de decisiones mediante las vías legales correspondientes. La Autoridad de Aplicación, que es el Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, fiscalizará, monitoreará, vigilará, controlará, coordinará, emitirá dictámenes, opiniones o resoluciones y mediará en todos los aspectos relacionados con la aplicación de esta Ley. La Ley prevé Audiencias Públicas. La Autoridad de Aplicación determinará además por vía reglamentaria la oportunidad, modalidad y alcance del estudio de Impacto Ambiental y Social para cada actividad o categorías genéricas de actividades, emitiendo un Certificado de Aptitud Ambiental sólo en aquellos casos en que las iniciativas satisfagan los aspectos contemplados en las secciones I y II ó III del Capítulo IV de la ley. Se destacan las leyes 6913(adhesión a la Ley Nacional de Tránsito 24449) y 11788, 13050 sobre Seguridad Vial.
4.38 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Código de Aguas 7017; Comités de Cuenca, ley 6135; Consorcios de Regantes ley provincial 775; Demarcación de límites de ribera, ley 1532 y ley 7141; Energía Eléctrica leyes 6819 y 7619; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 1365; Explotación Sustentable de Ecosistemas, ley 7070 Capitulo III; Sistemas de Áreas Protegidas ley 7107 y adhesión a ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley 7543; Manejo del fuego e Incendios, ley 5242; Desechos peligrosos, ley 7070; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, ley 6649;  Protección flora silvestre y fauna, ley 5513 y 6079; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 7070 y 7191; Amparo ambiental, ley 7070, Obras públicas, ley 6424; Arbolado Público, ley 6028; y Humedales, ley 7070. 
4.39 La Provincia de San Juan presenta criterios para la Evaluación de Impacto Ambiental en la Ley 6571, la cual establece: …entiéndase por EVALUACION DEL IMPACTO AMBIENTAL (E.I.A.) al procedimiento destinado a identificar e interpretar, así como prevenir las consecuencias o los efectos, que acciones o proyectos públicos o privados puedan causar al equilibrio ecológico, al mantenimiento de la calidad de vida y a la preservación de los recursos naturales existentes en la Provincia. Todos los proyectos de obras o actividades capaces de modificar directa o indirectamente el ambiente del territorio provincial, deberán obtener una DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL (DIA) expedida por la Subsecretaría de Política Ambiental, quien será Autoridad Ambiental de Aplicación de la presente Ley. La Subsecretaría de Política Ambiental, establece un sistema de información pública absolutamente abierta para dar publicidad a las manifestaciones de Impacto Ambiental que le sean elevados como las opiniones públicas y dictámenes técnicos que se produzcan durante el procedimiento de evaluación de Impacto Ambiental. La Declaración de Impacto Ambiental sin dictamen técnico y audiencia previa, es nula. A más de ello establece, que todo habitante de la Provincia y las Organizaciones no gubernamentales cuyos objetivos sean coincidentes con los valores que protege esta Ley, tienen el derecho de velar por el correcto cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley, accionando ante la justicia para prevenir los daños potenciales. 

4.40 La Provincia cuenta con una Ley de Aguas y un Código de Aguas Nro. 4392,el cual establece que la Autoridad de Aplicación es el Departamento de Hidráulica y sus organismos descentralizados y, regirá el sistema de aprovechamiento, conservación y preservación de los recursos hídricos pertenecientes al dominio público.
4.41 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Ley Minera 5824; Comités de Cuenca, ley 722; Consorcios de Regantes leyes provincial 7118 y 7172; Energía Eléctrica ley 8153; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 7396; Explotación Sustentable de Ecosistemas y Áreas Protegidas ley 6911 y adhesión a ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley 5042; Manejo del fuego e Incendios, ley 755; Desechos peligrosos, leyes 6141y 6665; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, ley 6801;  Protección flora silvestre y fauna, ley 6911; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 6744; Amparo ambiental, Constitución Provincial, Art. 58, Obras públicas, ley 3734; Arbolado Público, ley 7556; y Humedales, ley 6911.
4.42 La Provincia de Santa Fe presenta criterios para la Evaluación de Impacto Ambiental en la Ley Nº 11.717 (18/11/99) modificado por Decreto Nº 827/2000 – Ley de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable. En el Capítulo VII determina que las personas físicas o jurídicas responsables de proyectos, obras o acciones que afecten o sean susceptibles de afectar el ambiente, están obligadas a presentar ante la Secretaría un estudio e informe de evaluación del impacto ambiental. A tales efectos, la ley establece: …Créase la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, que será la autoridad de aplicación de la presente ley. Las potestades, objetivos, régimen financiero y atribuciones que la Ley N° 11.220 y el decreto N° 1550/96 confería a la Subsecretaría de Ecología y Medio Ambiente debe entenderse transferidas a esta nueva Secretaría.- Además prevé las Audiencias Públicas y las sanciones en aquellos casos que se infrinja la presente ley. 

4.43 La Provincia cuenta con una Ley de Conservación de Suelos y Aguas,  10552 y 11220, cuyo objeto es establecer las disposiciones que rigen la gestión integral de los recursos hídricos en el territorio de la Provincia de Santa Fe para garantizar el acceso al agua potable como un derecho humano fundamental; y promover el uso sustentable del agua en el marco de la política hídrica provincial. La gestión integrada involucra el ordenamiento territorial. El dominio de la Provincia sobre las aguas es inalienable, imprescriptible e inembargable. El Ministerio de Aguas, Servicios Públicos y Medio Ambiente, o el organismo que en un futuro lo reemplace, es la Autoridad de Aplicación, sin perjuicio de las competencias deferidas por leyes especiales a otros organismos. En ese marco, efectuará la planificación hidrológica que tendrá como objetivo general satisfacer las demandas de agua y equilibrar y compatibilizar el desarrollo regional.
4.44 Dentro de las múltiples leyes que sobre la materia ambiental encontramos en la Provincia, podemos citar como relevantes: Ley sobre Delimitación de Líneas de Ribera 11730; Comités de Cuenca, ley 9830; Energía Eléctrica ley 11727; Régimen de desechos y residuos sólidos en el ámbito provincial, ley 5120; Efluentes líquidos ley 11220; Explotación Sustentable de Ecosistemas y Áreas Protegidas ley 4830 y adhesión a ley 22351 Ley Nacional: Conservación de Suelos, ley 10552; Manejo del fuego e Incendios, ley 13273; Desechos peligrosos, leyes 1844 y 11717; Preservación del patrimonio arqueológico, paleontológico y antropológico, ley 12208;  Protección flora silvestre y fauna, ley 11717; Regulación del Uso de Agroquímicos, ley 11273; Amparo ambiental, ley 10000; Obras públicas, ley 5188; Arbolado Público, ley 9004; y Humedales, ley 11634.
4.45 En la provincia de Santiago del Estero la Ley 6321 establece  “Normas generales y metodología de aplicación para la defensa conservación y mejoramiento del ambiente y los recursos naturales”, donde figura el Estudio de Impacto Ambiental. Se especifican contenidos mínimos exigidos para la evaluación de impacto ambiental y la aprobación del proyecto se materializa en forma de un certificado de aptitud ambiental. En la Dirección General del Medio Ambiente existe un registro de las personas habilitadas para hacer la evaluación de impacto ambiental en la Provincia. La misma Dirección produce un informe técnico del Estudio de Evaluación Ambiental. Ambos deberán ser girados al Consejo Provincial del Ambiente para que emita un pronunciamiento al respecto. 
4.46 En la Provincia de Tucumán la Ley 6253 se refiere al Impacto Ambiental, mencionando que el Consejo Provincial de Economía y Ambiente, emitirá certificados de aptitud ambiental mediante la evaluación de Estudios de Impacto Ambiental. El trámite se inicia con la presentación de un “Aviso de Proyecto”, y luego se especifican contenidos mínimos exigidos para la evaluación de impacto ambiental, incluyendo la realización de un análisis costo-beneficio ambiental y social. Existe una instancia en que se hace pública la información vinculada al EIA del proyecto. La aprobación del proyecto se materializa en forma de un Certificado a Aptitud Provincial. 
4.47 El nivel de rigor en los requisitos y procedimientos de evaluación ambiental de proyectos varía de manera importante de una a otra Provincia. Chaco y  Catamarca no tienen requisitos mínimos establecidos para la realización del Estudio de Impacto Ambiental, ni tampoco instrumento normativo de aprobación de impacto ambiental; La Pampa no tiene requisitos mínimos establecidos para la realización del Estudio de Impacto Ambiental, pero exige una declaración de impacto ambiental. Entre Ríos estableció un marco legal importante en los últimos años. Las otras provincias establecen en la normativa procesos y metodologías para llevar adelante una evaluación ambiental. 
4.48 En todas las provincias con procedimientos para la realización del Estudio de Impacto Ambiental la metodología y los mismos procedimientos varían considerablemente, incluyendo el análisis de alternativas de proyectos, análisis costo-beneficio ambiental y social, análisis de riesgos, etc. En general son efectivas en cuanto a la cantidad de información requerida, pero, por veces la comparación de esa información con el resultado del análisis realizado podría ser incrementado.
4.49 Las providencias de la UEC/UAS del PROSAP, de contratar los estudios ambientales con Términos de Referencia fornecidos por el Programa ha mejorado mucho la calidad de los estudios y reducido esas cuestiones a un nivel aceptable. 
4.50 La capacitación profesional en la Provincia a través de talleres de divulgación del Reglamento Operativo y su anexo Manual Ambiental y social (MAS) puede contribuir para la asimilación efectiva de los criterios ambientales y sociales del programa con más rapidez.
V. evaluación ambiental y social del prosap III 

A. Muestra de proyectos
5.1 Consistente con la Línea CCLIP el PROSAP III  tiene como objetivos continuar a contribuir al desarrollo de las economías regionales, mediante el aumento de la competitividad y las exportaciones agropecuarias en dichas economías. Los principales instrumentos de apoyo son el incremento en las inversiones en infraestructura básica y servicios agroalimentario rurales y la creación de capacidad institucional a nivel provincia.
5.2 El ámbito de cobertura del Programa en Argentina es nacional (Figura 1). Las provincias que no tienen proyectos en ejecución ni formulación son: Tierra del Fuego y Santa Cruz (las del extremo sur), Formosa (noreste, al norte del Chaco), y San Luis (entre Córdoba y Mendoza). 
5.3 El análisis de factibilidad del Programa se realizó en base a los estudios ambientales y sociales disponibles para los proyectos candidatos a la Muestra Representativa. Los aspectos evaluados fueron el cumplimiento del Reglamento Operativo (ROP) y del MAS en la etapa de elegibilidad y preparación. La muestra contiene tipología variada de proyectos, magnitud de los impactos y el alcance geográfico de las actividades involucradas en los respectivos contextos.

5.4 Además, se consideró la existencia de los dictámenes y fechas de aprobación, y las propuestas de gestión para las etapas de construcción y operación de los Proyectos, contenidas en los Planes de Gestión Ambiental y Social (PGAS) asociados a la documentación ambiental presentada.

5.5 Los proyectos evaluados se presenta a continuación en el Cuadro II, así como los aspectos analizados. Igualmente existe un segundo grupo de proyectos que está en preparación y fueron analizados preliminarmente en la Misión de Análisis (junio de 2011) y sus equipos siguen desarrollando los documentos de factibilidad necesarios, incluso los documentos ambientales y sociales, siguiendo las orientaciones del Banco. 
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Cuadro IIa - Muestra Representativa del PROSAP III
	Nombre del Proyecto
	Provincia
	Categoría

OP-703
	Tipología

	Mejoramiento del Servicio Provincial de Manejo del Fuego (SPMF) para la prevención y control de incendios en el noroeste
	Chubut
	B
	Desarrollo

Institucional

	Mejoramiento de caminos rurales en áreas rurales productivas Zona VII, Lote C
	Entre Ríos
	B
	Caminos rurales

	Modernización de La Red Terciaria del Tramo Inferior del Río Mendoza. Departamentos de Lavalle y San Martín - Quinta y Sexta zona
	Mendoza
	B
	Riego y drenaje

	Fortalecimiento institucional para la Administración de los Bosques Andinos Rionegrinos con miras al sostenimiento de su potencial productivo
	Río Negro
	C
	Desarrollo

Institucional

	Desarrollo Integral Ganadero de la Provincia de Río Negro
	Río Negro
	B
	Desarrollo

Institucional

	Mejora de la red secundaria de riego del área de Canal del Norte-25 de Mayo Deptos. Albardón, Angaco, San Martín, Caucete y 25 de Mayo
	San Juan
	B
	Riego y drenaje


Cuadro IIb – Proyectos en preparación
	Nombre del Proyecto
	Provincia
	Categoría

OP-703
	Tipología

	Desarrollo Sustentable del Delta Bonaerense
	Buenos Aires
	A
	Desarrollo
Institucional

	Modernización de los Sistemas Productivos y de Riego en Rincón
	Catamarca
	B
	Riego y drenaje

	Riego en zona citrícola y arrocera Mandisoví Chico
	Entre Ríos
	A
	Riego y drenaje

	Mejoramiento de Caminos Rurales, Deptos. de Orán, Guemes y Chicoana
	Salta
	B
	Caminos rurales

	Riego complementario en la zona cañera santafesina, Depto. General Obligado
	Santa Fé
	A
	Riego y drenaje

	Promoción Exportaciones de Agroalimentos Argentinos (PROARGEX II) 
	MAGyP
	C
	Desarrollo 

Institucional


B. Resumen de los impactos ambientales y sociales y las evaluaciones
1.
Mejoramiento del Servicio Provincial de Manejo del Fuego (SPMF) para la prevención y 
control de incendios en el noroeste – Provincia de Chubut.
5.6 El proyecto busca contribuir a la conservación, sostenimiento y acrecentamiento del potencial productivo de bienes y servicios de los bosques andinos nativos y cultivados en la jurisdicción de la provincia de Río Negro. Con eso igualmente fortalecerá el Servicio de Prevención y Lucha contra Incendios Forestales (SPLIF) y el Servicio Forestal Andino (SFA), incrementando la eficacia y eficiencia en tareas de gestión forestal. De acuerdo a los objetivos del proyecto previamente enunciados, se prevé desarrollar tres componentes: 

a) Difusión, capacitación y transferencia de información a instituciones, productores y pobladores en áreas de interfase para la prevención y lucha contra incendios ejecutada.

b) Adquisición de equipamiento específico para la presupresión y combate directo de incendios forestales. 

c) Generación y mejoramiento de fajas cortafuego e infraestructura para el abastecimiento de agua en sitios estratégicos. El tercer componente, es en este caso la actividad que se evalúa desde el punto de vista ambiental en la presente Descripción Ambiental del Proyecto. En términos de superficie las actividades prescriptas dentro de esta actividad solo representan aproximadamente 18 ha. 

5.7 Las forestaciones provinciales del NOCH (Noroeste del Chubut) presentan los mayores niveles de peligro y riesgo del área de estudio por lo que se establecerán en su área de influencia nuevas áreas cortafuego y se acondicionarán las existentes, por medio de fajas cortafuego y limpieza de bordes de caminos. El establecimiento y mantenimiento de fajas cortafuegos permite no sólo limitar la propagación del fuego una vez iniciado al interrumpir la continuidad de material combustible, sino que también se mitiga la intensidad de los daños y se logran mayores oportunidades de control en las operaciones de supresión. Cuando las mismas fajas son establecidas sobre los bordes de caminos, estas mejoran su eficiencia al aumentar su ancho útil, además de brindar facilidades a las operaciones de combate con acceso al área afectada por el fuego y de cumplir funciones de evacuación o mitigación del riesgo de ocurrencia cuando los caminos son muy transitados. La generación y acondicionamiento de fuentes de abastecimiento de agua en sitios estratégicos o críticos determina una significativa reducción de los tiempos de reabastecimiento de equipos de transporte de agua durante las tareas de combate de incendios, logrando de esta manera una mayor eficiencia en las tareas de ataque inicial y ampliado.

5.8 Los beneficiarios inmediatos del Proyecto son los habitantes y productores agropecuarios/forestales de la zona noroeste de la Provincia de Chubut. Se estima un total aproximado de 25.400 personas en las áreas urbanas y de interfase más alrededor de 2.200 que viven en forma aislada (datos 2008). En la zona hay 346 productores, los que en conjunto poseen aproximadamente 22.676 cabezas de ganado bovino y 105.402 cabezas de ovinos (muchos combinan producción ganadera con la forestal).
5.9 La EIA del proyecto se realizó de acuerdo con los requerimientos establecidos en el Manual Ambiental y Social (MAS) y en cumplimiento a la normativa provincial pertinente.
5.10 Este proyecto es una segunda etapa de uno que tuvo un resultado exitoso. La zona de influencia es muy superior al área concreta en donde se realizarán intervenciones en el ambiente. En la zona hay diversas áreas protegidas, que varían en rango de protección y jurisdicción. Las intervenciones de proyecto, en lo que hace al manejo de combustibles, serán fuera de tales áreas protegidas, con excepción de la Reserva Forestal Epuyén. Las intervenciones en la zona serán de dos tipos, el establecimiento de áreas cortafuegos a lo largo de la red interna de caminos existentes, y de fajas cortafuegos dentro de las forestaciones. La superficie total a intervenir será de aproximadamente 18 ha. que no involucra superficie con cobertura natural. 
5.11 El Informe de Descripción Ambiental del Proyecto demuestra que las intervenciones actividades propuestas no representan amenaza para el medio ambiente, y tienen como objetivo reducir o minimizar el impacto que generan las actividades productivas así como los incendios forestales, generando cambios tendientes a la sustentabilidad. El documento incluye asimismo guías de prácticas de protección y control de las actividades de mejoramiento de fajas cortafuegos y accesos.
5.12 Aspectos socioculturales: Existe población indígena en áreas de influencia del proyecto potencialmente afectadas por los incendios forestales y que por lo tanto se verá beneficiada por las acciones del Proyecto. Como parte del componente de capacitación y difusión se analizarán oportunidades de proporcionar condiciones especiales de participación y relación con los agentes públicos y brigadistas. Las instituciones fueron objeto de fortalecimiento institucional como parte del primer proyecto. Existen instituciones en la provincia especializadas en PO (Consejo de pueblos indígenas) y se analizará su involucramiento en las campañas de difusión y capacitación. Para tal efecto el diseño de los planes de capacitación y de las recomendaciones para la incorporación de brigadistas contará con la colaboración de especialistas en pueblos indígenas y género. Los mismos colaborarán en el monitoreo.
2.
Mejoramiento de caminos rurales en áreas rurales productivas Zona VII, Lote C - Entre 
Ríos
5.13 El proyecto visa el incremento de la producción agropecuaria, tanto en cantidad como en calidad, y diversificación, asegurando la transitabilidad permanente de las vías de acceso a las empresas agropecuarias y su comunicación con centros comerciales e industriales, mediante obras de mejorado y/o asfaltado de la carpeta de rodamiento de las mismas.
5.14 Con esos objetivos, pretende volver transitables 49.37 km de caminos de tierra mediante el enripiado del mismo, para insensibilizarlos a la acción del agua de lluvia. Además, la construcción de puentes posibilitará el traslado de la producción agropecuaria, insumos, y demás bienes en forma regular desde la zona rural hacia centros comerciales, de industrialización y viceversa. Serán obras de estabilización del camino en los 49,37 km que conforman los tramos que unen Urdinarrain con el R. Gualeguay y Ruta 6; y en los 24,25 km del tramo RP 39 con Gobernador Mansilla y la construcción de 3 puentes. Se estima la incorporación de mejoras en las actividades productivas de un mínimo de 668 explotaciones agropecuarias. Se prevé la necesidad de realizar expropiaciones localizadas con la afectación parcial de terrenos para la ejecución de los accesos a los nuevos puentes y mejoras geométricas en algunos sectores Sin embargo, el proyecto no anticipa causar desplazamiento físico involuntario de personas y en la zona de influencia del Proyecto, y no se localizan Pueblos Indígenas
5.15 El documento de proyecto presenta una EIAS ya aprobada con el Certificación de Aptitud Ambiental, emitido en Enero de 2010. El documento fue revisado por el equipo de proyecto y considerado adecuado. Ese estudio informa que el proyecto se inserta en áreas ya antropizadas con afectación parcial de terrenos e impactos ambientales localizados que no afectan hábitats críticos. La EIAS identifica y evalúa los impactos sobre el medio socioeconómico y natural. Los impactos identificados son conocidos y no requieren de prácticas especiales de construcción y mantenimiento para controlar impactos ambientales y sociales, además de los cuidados y de la buena práctica en construcción y mantenimiento de caminos establecidos en las guías de MEGA II - Manual de Evaluación y Gestión Ambiental de Obras Viales (MEGA II, 2007) de la Dirección Nacional de Vialidad, para lo relacionado con  especificaciones técnicas ambientales.
5.16 Los impactos ambientales negativos identificados son: la afectación parcial de predios para mejora geométrica del trazado de los caminos existentes, impactos de obras, como generación de polvos y ruidos, impactos de la presencia del obrador, derrames eventuales, y otros. La identificación de impactos ambientales positivos apunta la valoración de las tierras productivas, generación de empleo temporario durante las obras, conectividad con mercados locales y regionales, incremento de la producción agrícola y pecuaria en cantidad y calidad, consolidación de asentamientos rurales sin migración de jóvenes del área rural al área urbana.  
5.17 La realización del proyecto en un área antropicamente intervenida, con afectación parcial de terrenos y la construcción de nuevos puentes generará impactos de diferente naturaleza, según la etapa de ejecución del mismo. Durante la etapa operativa del proyecto, el potencial impacto negativo ocasionado por el incremento de velocidad de circulación que generará la mejora de la calzada y la probabilidad de accidentes, se ha previsto mitigar con la colocación de la señalización vertical necesaria según la normativa vigente, además de los elementos de seguridad que cada tramo requiere en función de las obras proyectadas. Los efectos negativos durante la etapa ejecutiva del proyecto son temporales, de fácil mitigación y se relacionan con:
a) La afectación parcial de terrenos para ensanches de la zona de camino y la construcción de los accesos a los nuevos puentes a emplazar en el Río Gualeguay y en los arroyos San Antonio y Clé, para ensanche de la zona de camino existente y para el mejoramiento del diseño geométrico del trazado en algunos sectores.
b) Las molestias ocasionadas a los pobladores y usuarios, durante la construcción, incremento temporal de ruidos y posibles accidentes y polución temporal del aire.
c) Degradación localizada de suelos en las zonas afectadas por terraplenes, yacimientos, acopios y la instalación de obradores, con el consecuente efecto sobre la vegetación.
d) Afectación posible de la calidad del agua por las tareas de limpieza de cauce, construcción de obras de arte (puentes y alcantarillas) y la operación de maquinaria y equipos en los cauces.

5.18 Se considera necesario adoptar medidas de mitigación durante la etapa constructiva de la obra, las que deberán incluirse en las Especificaciones Técnicas Ambientales (ETAs) basadas en la aplicación del Manual de Evaluación y Gestión Ambiental de Obras Viales (MEGA II, 2007) de la Dirección Nacional de Vialidad y en el Plan de Gestión Ambiental y Social (PGAS) preparado a partir del Estudio de Impacto Ambiental. Las ETAs y el PGAS serán incluidos en los Pliegos de Condiciones de la Licitación del Proyecto. 
5.19 En el ámbito sociocultural, se identifica un impacto en la localidad de Mansilla, por el retiro del actual puente existente sobre el arroyo Clé, estructura metálica que, aunque no designado patrimonio histórico, se identifica como símbolo de la localidad. En tal sentido se realizará una compensación acordada con las autoridades locales y los representantes de la misma, ejecutando el traslado de la estructura a un nuevo sitio, el que se completará con referencia histórica y señalización, conformando un futuro monumento histórico. Las Cruces Religiosas existentes en el Tramo 1 serán trasladadas a un sitio más seguro muy próximo del actual, con la supervisión de las autoridades locales. La Ermita o Santuario ubicada en uno de los terrenos previstos de ser afectado será traslada al sitio que se establezca con el propietario de la misma, con su autorización y supervisión. 
5.20 Para las expropiaciones necesarias, se recomendó necesario evaluar el impacto de las expropiaciones de las propiedades afectadas sobre la viabilidad socioeconómica de las mismas, para asegurar que la compensación negociada incorpore “pérdidas económicas”, en cumplimiento con la política del Banco a respecto.
5.21 Las medidas de mitigación sobre medio natural están bien presentadas en un cuadro que centraliza responsabilidades sobre el contratista. Sin embargo, las medidas de mitigación y compensación de ámbito socioeconómico y sociocultural, aunque descritas, no definen claramente las responsabilidades por su implantación oportuna. El PGAS limítase al plan de gestión de obras, de responsabilidad de los contratistas y está bien desarrollado para incorporarse a los pliegos de licitación de obras. El Plan presenta un último plan de gestión social (PGS) que deberá ser desarrollado en más detalle especialmente para el manejo de las medidas de mitigación y compensación socioeconómica y sociocultural, que requieren actuación coordinada de agencias a cargo de dichos temas en la provincia. Dichas medidas de mitigación serán presentadas en forma detallada en el PGAS con la asignación de responsabilidades de las entidades provinciales y/o locales en coordinación con el contratista.
3.
Modernización De La Red Terciaria Del Tramo Inferior Del Río Mendoza. Departamentos de Lavalle y San Martín (MENDOZA). 
5.22 El proyecto objetiva contribuir al desarrollo sustentable del área de proyecto y a la mejora de la calidad de vida, incrementando la producción de la zona, a través de un mayor aprovechamiento del agua de riego y una mayor equidad en las entregas de agua. Deberá beneficiar a 1300 usuarios, disminuyendo las pérdidas de agua y las recargas de la napa freática, incrementando la eficiencia de distribución y fortaleciendo a las instituciones, entre ellas las inspecciones de Cauce. El proyecto también debe mejorar aspectos ambientales en relación con la infraestructura de riego prevista y la futura operación del sistema. 

5.23 Las intervenciones se ubican al Norte de la Provincia de Mendoza, en el Tramo Inferior de la cuenca del río Mendoza, en las localidades de Costa de Araujo y Gustavo André (Departamento de Lavalle); además de Tres Porteñas y Nueva California (Departamento de San Martín). Se plantean como acciones prioritarias: 
a) intervenir fuertemente en el incremento de las eficiencias de distribución mediante la ejecución de revestimientos prioritarios en las redes terciarias del sistema y la ejecución de reservorios de regulación “de cola” en el sistema;

b) brindar asistencia técnica a los productores de la zona y 
c) fortalecer las instituciones encargadas de la administración del riego, inspecciones de cauce y asociaciones.

5.24 El proyecto presenta una EIAS con análisis de impactos ambientales y propuestas de medidas de mitigación bastante adecuadas, con atención a la gestión del proyecto. La Provincia de Mendoza está capacitada y tiene normativa adecuada. Están establecidas Asociaciones de Usuarios, que a su vez, conforman Inspecciones de Cauce. Estas instituciones han fortalecido la gestión del riego y han generado un incremento en la eficiencia de los sistemas de riego tanto a nivel primario como predial, y mejoras en la gestión del recurso hídrico. Una adecuada gestión del riego en la Provincia está documentada, y podrá mejorar en la zona bajo este Proyecto.
5.25 El estudio indica que no habrá afectación de pueblos indígenas o necesidad de reasentamiento involuntario de población o actividades económicas. Los impactos negativos identificados, corresponden en general a las categorías de “moderados” e “irrelevantes o compatibles”, de acuerdo a la clasificación utilizada, en general serán fugaces, de intensidad media y de fácil control. No se prevén impactos negativos importantes, ya que el Proyecto realiza su intervención sobre estructuras preexistentes, en un área altamente antropizada, tratándose además de actividades de construcción relativamente simples y de escasa magnitud. 
5.26 Los impactos ambientales positivos más relevantes resultan de la implementación del Programa de Asistencia y Capacitación sobre la fertilidad de suelos, contaminación de los suelos y salinización de los suelos, que integra el componente de Asistencia Técnica. Las mejores prácticas agrícolas logradas provocarán una disminución de la contaminación y salinización de los suelos y mejoras en su fertilidad, la que es baja en buena medida por el mal manejo de los recursos, una incorrecta aplicación de agroquímicos y un inadecuado manejo de los envases vacíos de los mismos
5.27 Los impactos ambientales negativos identificados son:
a) Posible contaminación de suelos por la instalación y operación del obrador, y del movimiento de maquinarias, derrames accidentales y pérdidas de aceites, combustibles, han posibles vertidos de aguas servidas no tratadas en obrador y campamento, y residuos sólidos mal dispuestos.

b) Impactos menores generados por posible contaminación del agua superficial a utilizarse en el riego, derivados de acciones como instalación y operación del obrador, movimiento de maquinarias, obras provisionales (desvíos de hijuelas, accesos), excavaciones, movimiento de suelos y nivelación, construcción de terraplenes, arrastre de residuos y efluentes derramados en el sitio de obrador y desde sitios lindantes con la traza de las redes y los reservorios.
c) Posible contaminación indirecta del recurso hídrico subterráneo debido a los derrames y demás eventos mencionados. Estos impactos son considerados con carácter moderado ya que las cantidades de sustancias potencialmente contaminantes no serían significativas. 
d) extracción de forestales (álamos) e impacto de las excavaciones sobre el paisaje de la zona para realizar las obras de excavación en la red terciaria de riego. Este impacto es considerado como “moderado” por su extensión menor, y porque puede considerarse como reversible a mediano plazo, gracias a la reposición de los ejemplares arbóreos. 
e) Posibles impactos en la dinámica de recarga de acuíferos:  habrá una disminución de la recarga del acuífero debido a las impermeabilizaciones a ejecutarse en la red terciaria de riego. Sin embargo, en sentido contrario, la disminución en el uso de agua subterránea derivada de las acciones del proyecto, contribuiría a mantener un equilibrio entre recarga y extracción desde las perforaciones existentes en el área. Por ello, se trata de un impacto calificado como “difícil de predecir”, siendo necesarias acciones de seguimiento del comportamiento del acuífero durante la operación del sistema de riego para implementar medidas correctivas tempranas, en caso de ser necesario, tal como restricciones de bombeo, reserva de acuífero, entre otras.
5.28 En el PGAS los programas indican la asignación de responsabilidades de gestión compartidas entre UEP/Contratista, y fichas de control por tipo de impacto o afectación  y planilla general de control de cumplimiento. Ese Plan incluye también un Plan de Manejo de Plagas detallado, con normativas y procedimientos. 
5.29 Como resultado del análisis se ha recomendado elaborar un Programa Específico de Asistencia Técnica a Productores, con capacitación, consultorías e intercambio para generar oportunidades de beneficios potenciales a mujeres, pequeños productores y beneficiarios de otras provincias, que pueden aprovechar las experiencias de Mendoza. Asimismo, las actividades de asistencia técnica podrán incluir productores de otras provincias a fin de beneficiarse de las experiencias adquiridas en Mendoza. También se recomendó incluir en la capacitación  en riego medidas para facilitar la participación de mujeres, incluido autoabastecimiento en los hogares.
4.
Fortalecimiento institucional para la Administración de los Bosques Andinos Rionegrinos con miras al sostenimiento de su potencial productivo - Río Negro
5.30 El proyecto visa contribuir a la conservación, sostenimiento y acrecentamiento del potencial productivo de bienes y servicios de los bosques andinos nativos y cultivados en la jurisdicción de la provincia de Río Negro. Deberá con eso fortalecer el Servicio de Prevención y Lucha contra Incendios Forestales (SPLIF) y el Servicio Forestal Andino (SFA) para incrementar la eficacia y eficiencia en tareas de gestión forestal. Sus objetivos son los de (i) mejorar las capacidades del personal de las instituciones y sensibilizar a la población para la conservación del medio ambiente; (ii) generar sistemas de información y mejorar los existentes para alcanzar un conocimiento integrado de la distribución en el espacio de los factores ambientales; (iii) proponer la actualización y/o reglamentación de la normativa vigente; y (iv)  mejorar las condiciones operativas del SFA y el SPLIF en equipamiento e infraestructura. 
5.31 Se implementarán actividades de capacitación y difusión para la población estable, turistas y productores a fin de reducir las causas antrópicas de los incendios. Se va a introducir en la currícula de la escuela primaria contenidos vinculados a la prevención de incendios forestales. Se desarrollará e implementará en forma piloto un sistema de información geográfica que permitirá completar el inventario forestal andino de la provincia y mapear las zonas de interfase con mayor riesgo de incendios forestales.
5.32 Aunque el proyecto tiene objetivos orientados hacia la protección del medio natural y a la generación de impactos ambientales positivos, se ha elaborado un informe de análisis ambiental para asegurar que las intervenciones previstas no generen impactos ambientales negativos. El Informe de Impacto Ambiental elaborado indica que el Proyecto no presenta impactos significativos el medio ambiente, sino que por el contrario, tienen como objetivo reducir o minimizar el impacto que generan las actividades productivas así como los incendios forestales y de interfase, generando cambios tendientes a la sustentabilidad. El IA fue realizada siguiendo las orientaciones del MAS y la normativa provincial vigente. Se ha demostrado que las actividades propuestas en el marco del proyecto tienen poca interferencia ambiental y generarán impactos positivos de operación, al reducir las ocurrencias de incendios forestales. El documento incluye asimismo guías de prácticas de protección y control de obra a aplicarse en la construcción de un edificio; también se enfatiza el fortalecimiento institucional y asimismo están incluidas guías de prácticas de protección y control de obra a aplicarse en la construcción del edificio.
5.33 El área general del proyecto presenta numerosos espacios protegidos, bajo un amplio abanico de figuras y jurisdicciones (nacional, provincial, municipal). Las leyes y normas que rigen dichos espacios protegidos también fueron tenidas en cuenta al momento de evaluar este proyecto. El presente proyecto generará impactos positivos para la protección de estos espacios, debido a las mejoras que implicarán en las tareas de control y manejo forestal sustentable y las actividades de prevención y combate de incendios forestales. Se verificarán mejora en las condiciones de vivienda y en la prestación de servicios turísticos, incluido turismo sustentable y agroturismo
5.34 Los componentes del Proyecto no generaran impacto ambiental negativo.  La construcción de nueva infraestructura edilicia destinada a la sede operativa del Servicio de Prevención y Lucha contra Incendios Forestales Bariloche se realizará en un medio físico previamente intervenido, sin valor de conservación, en un predio a compartir donde actualmente se encuentran en funcionamiento instalaciones de otras instituciones y cuyo camino de ingreso consiste en una vía consolidada y asfaltada preexistente, de modo a no generar nuevas alteraciones del medio.
5.35 En cuanto a los aspectos socioculturales, existe población indígena en las zonas potencialmente afectadas por los incendios forestales y por esa razón  se debe analizar cómo establecer condiciones especiales de participación y relación con los agentes públicos y brigadistas. Esa es una oportunidad de inclusión de sectores vulnerables en las políticas públicas que puede resultar en un impacto positivo derivado del proyecto. También se recomendó la inclusión de la población indígena cuando de la formación de las brigadas de control de incendios, a ser tratado en el diseño de los planes de capacitación y en las recomendaciones para la incorporación de brigadistas. Los mismos colaborarán en el monitoreo.
5.
Desarrollo Integral Ganadero de la Provincia de Río Negro - Río Negro.
5.36 El proyecto tiene como propósito aumentar la productividad de la producción pecuaria provincial, a través del mejoramiento en los sistemas productivos, la ampliación y adecuación de la infraestructura de faena y el desarrollo de los sistemas de comercialización. Eso se alcanzará a través de mejoramiento en los sistemas productivos, la ampliación y adecuación de la infraestructura de faena y el desarrollo de los sistemas de comercialización. El mejoramiento se logrará a través del aumento de la oferta forrajera, la mejora del manejo y la sanidad, como así también se aumentara la capacidad instalada de acopio y conservación de forrajes y granos y la capacidad de encierre para recría y terminación de bovinos. La capacitación y la extensión se consideran herramientas clave para el logro propuesto.
5.37 Con el objetivo de reducir las deficiencias sanitarias, aumentar la seguridad alimentaria, mejorar la rentabilidad de la estructura industrial y asegurar mejores condiciones ambientales de las instalaciones, se reemplazará la estructura obsoleta mediante  la construcción nueva o remodelación de 7 mataderos rurales (municipales) para consumo local y/o tránsito provincial y se  ampliará la infraestructura frigorífica existente con la incorporación de una planta de faena y procesamiento de subproductos ovinos para tránsito federal y/o exportación.
5.38 Las actividades contempladas en cada uno de los mencionados ejes estratégicos del Proyecto se articularán y complementarán con otras iniciativas de promoción  sectorial en curso. El impacto social será positivo dado que aumentará la competitividad del sector ganadero local, en parte por el mejor control sanitario que evita la contaminación cruzada y las enfermedades que pueden contraer y transmitir el ganado y en parte por la mejora de la infraestructura frigorífica. Se prevé la evaluación y monitoreo del proyecto, a través del marco lógico e informes periódicos y sistemáticos. 
5.39 El presente EIAS se preparó durante la etapa de formulación del proyecto, con oportuna inclusión, en los distintos componentes del proyecto, de las acciones necesarias para prevenir y mitigar los impactos ambientales y sociales identificados y valorados. Las medidas señaladas en el PGAS del EIAS identifican las acciones y tecnología comprometidas en el documento de diseño ejecutivo del proyecto.  
5.40 Los potenciales impactos ambientales negativos identificados son: contaminación hídrica y del suelo por residuos de mataderos, impactos de obras civiles (construcción de mataderos, reparos de taludes en los cursos de agua), riesgo de accidentes de obra, necesidad de aumento de la oferta forrajera para el mayor número de animales. Como impactos positivos del proyecto destacase: mejora de las condiciones sanitarias en el sector, aumento en la competitividad y disminución de la faena clandestina, oportunidad de empleo temporal. Las comunidades aborígenes y los pequeños productores podrían no apropiarse de las oportunidades económicas que brindan los nuevos mataderos si los establecimientos tienen preferencia por los grandes productores. La gestión de los residuos de faena fue identificada como un punto importante en la EIAS e incorporada en el diseño del proyecto. Por esta razón el PGAS no propone medidas adicionales, sino que se cumpla lo comprometido en el diseño original del proyecto
5.41 El EIAS identifica con propiedad los impactos potenciales en la operación del proyecto y las medidas de mitigación. Por ejemplo, se identifica que el aumento de la faena exigirá un aumento de la capacidad forrajera, un riesgo para las áreas protegidas y bosques existentes en el área. Como mitigación, se prevé la aplicación de tecnología en los procesos primarios mejorará la eficiencia en el uso de los ecosistemas productivos, incluyendo la recuperación de mallines y campos naturales degradados. Al mismo tiempo, debido a la fragilidad ambiental de los ecosistemas productivos, se decidió en la etapa de formulación del proyecto que las acciones no incluyeran aumentar la carga animal. El aumento en la demanda de alimento de los animales será cubierto por el incremento de la oferta. El balance positivo servirá para disminuir la presión de pastoreo en los pastizales naturales, lo que promoverá su recuperación. Finalmente, las acciones de AT (capacitación de productores y Fortalecimiento del Sistema de Extensión) tendrán un impacto ambiental directo en la sostenibilidad de los planes de Alimentación, y como resultado las medidas propuestas tendrán un impacto ambiental positivo significativo sobre los ecosistemas productivos. 
5.42 En cuanto a los aspectos socioculturales, fueron identificadas comunidades mapuches y tehuelches en el área de influencia del proyecto, por lo cual se preparó un Marco de Procedimiento para Pueblos Indígenas, con el objetivo de contar con una guía de acciones a seguir en caso de encontrarse poblaciones indígenas en el área específica del proyecto. Si bien no se identificó ninguna población de este tipo durante los relevamientos relacionados con la preparación del proyecto en los territorios donde serán construidos los mataderos, los frigoríficos, los corrales de engorde ni mediante las encuestas, se incluye este Marco de Referencia como medida preventiva. Otro de los objetivos del plan fue identificar y caracterizar a los grupos humanos en el área del proyecto con especial énfasis sobre aquellos más vinculados al proyecto propuesto y aquellos que son considerados más vulnerables por su condición socioeconómica, teniendo en cuenta sus vulnerabilidades a partir de una evaluación pertinente, asegurando que no sean impactados negativamente y puedan beneficiarse de las acciones y obras a ejecutase.

5.43 Las comunidades mapuches no serán afectadas, sino beneficiadas; para maximizar ese beneficio, es necesario aplicar y hacer seguimiento del MPPI ya elaborado, garantizando la efectividad de los beneficios potenciales. Las comunidades participan principalmente del mercado de la lana, y recién en estos últimos años están comenzando con el mercado de la carne, aunque aquí surjan problemas para su comercialización, como cualquier otro pequeño productor. El MPPI concluye que no hay cuestiones interétnicas relevantes en cuanto al proyecto, pero si estructurales, por alejamiento, por cultura, por pobreza. Estas cuestiones estructurales son tenidas en cuenta en el proyecto, y se prevé abarcarlas en la constitución del mismo a través de las propuestas de desarrollo local. Durante el diseño de los componentes se contemplaron iniciativas específicas para implementar alternativas efectivas y socioculturalmente apropiadas para mejorar el acceso de los pueblos indígenas a los mercados productivos y laborales y de asistencia técnica. Asimismo, el MPPI presenta un plan implementación con las medidas necesarias y estrategias participativas para asegurar que las comunidades indígenas obtengan beneficios sociales y económicos adecuados que incluya, en caso necesario, medidas para fortalecer la capacidad de la entidad ejecutora del proyecto. Dicho Plan establece las responsabilidades primarias respecto a las acciones involucradas,  los sistemas de seguimiento y evaluación e informes a elaborar. 
5.44 En vista de la naturaleza del proyecto, al considerar un aumento de producción ganadera, se recomendó realizar un balance de las emisiones de carbono, notablemente importantes en ese sector, lo que deberá ser incorporado en los documentos del proyecto, e incluido entre los indicadores del sistema de monitoreo. Asimismo, se ha recomendado que el plan de monitoreo de los beneficios del proyecto permita verificar los beneficios por género, considerando la gran cantidad de mujeres involucradas en pastoreo. 
5.45 El rol del PGAS será la herramienta de control y gestión ambiental de la Provincia. Con el objetivo de consolidar las medidas y permitir un seguimiento efectivo por parte de la UEP, la UAS y el Banco, se recomendó mejorar el nivel de detalle en el PGAS en presentar las necesarias medidas de gestión y monitoreo de las medidas incorporadas en el diseño del proyecto. Se ha recomendado expandir el PGAS para detallar programas de: (i) monitoreo de residuos; (ii) capacitación e interlocución con pueblos indígenas, considerando el Marco de Procedimientos para Pueblos Indígenas ya elaborado; (iii) acciones de monitoreo de la expansión forrajera frente al área boscosa; (iv) balance de las emisiones de carbono producto del aumento de la producción ganadera; y (v) programas de control sanitario para el pequeño productor.  

6.
Mejora de la red secundaria de riego del área de Canal del Norte - 25 de Mayo, Deptos. Albardón, Angaco, San Martín, Caucete y 25 de Mayo - San Juan
5.46 El proyecto objetiva mejorar e incrementar la producción del área bajo riego de los canales secundarios y terciarios, mediante: (i) el incremento de la disponibilidad de agua en los canales; (ii) el mejor uso del recurso hídrico a nivel del sistema parcelario, (iii) el apoyo técnico a productores y para fortalecer la gestión del agua de riego a nivel organizaciones de regantes. Está compuesto por tres componentes, como sigue:
a) Componente 1: Infraestructura de Riego - Revestimiento de 3.360 m de canales en tierra; Encamisado de 12.580 m de canales con revestimiento precario; Reconstrucción y reparación de 6.850 m de canal; Reemplazo de 5 compuertas y sus mecanismos de accionamiento; Reconstrucción de 1 puente; Limpiezas 10 has de superficie de banquinas y accesos a las obras; Rehabilitación de 1.500 m de caminos de servicio.
b) Componente 2: Asistencia Técnica y Capacitación –  Se contemplan: 5 Áreas Demostrativas (AD) y Parcelas Piloto Demostrativas (PPD), Talleres informativos sobre aspectos de legislación de agua y conocimiento del recurso hídrico y capacitaciones complementadas con asistencia técnica en gestión administrativa y técnica del sistema de riego y drenaje, con especial énfasis en los planes de mantenimiento.
c) Componente 3: Fortalecimiento de la UEP  - con el objetivo de articular e integrar los diferentes componentes del proyecto, con las autoridades del Gobierno de la Provincia de San Juan.

5.47 Los proyectos de riego tienen legislación específica en la provincia, las autoridades respectivas están involucradas en este proyecto, y la normativa provincial prevé emisión de Declaración de Impacto Ambiental (D.I.A) expedida por la Subsecretaría de Política Ambiental. 
5.48 La EIAS elaborada de acuerdo con los requisitos del MAS actual, e incorpora las medidas y programas de mitigación, monitoreo y seguimiento socio ambiental en acuerdo a el Manual. Los impactos ambientales negativos identificados dicen respeto a la etapa de construcción, notadamente: erradicación de especies arbóreas, generación de polvo en la construcción, utilización intensiva de áridos para hormigones, generación de residuos peligrosos, generación de residuos sólidos urbanos, etc. La generación de beneficios e impactos ambientales y sociales está identificada con la generación de empleo temporario, aprovechamiento eficiente de un recurso escaso como el agua, mayor productividad para los productores, capacitación de los productores en técnicas de riego y uso de agroquímicos. Mejoras posibles en el empleo de trabajadoras agrícolas. 
5.49 El PGAS fue complementado con un Apéndice (nro.2) que incluye fichas con funciones del Responsable/Representante Ambiental, Contratista y Autoridad de Aplicación para la Etapa de Obra y Operación; en algunas de ellas intervienen también las Juntas de Regantes. Además, fueron definidos responsabilidades y perfiles para las principales actividades a desarrollar por el profesional a cargo de implementar tales medidas, el responsable ambiental de la obra.
5.50 En términos socioculturales, no se ha identificado la afectación de pueblos indígenas o la necesidad de reasentamiento involuntario de familias o actividades económicas. El proyecto podría ayudar a expandir cultivos donde el trabajo de las mujeres sea el prioritario, también ayudaría a la mejora de la producción para autoconsumo. La mejora en la conducción de las organizaciones podría verse apuntada en una estrategia de capacitación y asistencia  técnica diferencial por sexo, considerándose también el aumento de la capacitación en cuanto a los objetivos específicos de juntas de riego y comisiones de canales. Se ha recomendado incluir en la capacitación en riego cuotas de mujeres, y la inclusión de especialistas en género y grupos vulnerables en todas las etapas del proyecto.

C. Proyectos en preparación 
5.51 Entre los demás proyectos contemplados para financiamiento por el PROSAP III, el equipo de proyecto revisó la estrategia ambiental y social aplicada y el avance de los estudios socio-ambientales de factibilidad de tres proyectos más sensibles desde el punto de vista ambiental y social. A continuación se presenta un resumen de los aspectos ambientales y sociales más relevantes.
7.
Riego Complementario Zona Núcleo Cañera – Provincia de Santa Fe
5.52 El proyecto no generará impactos ambientales y/o sociales negativos sin precedentes ni de escala masiva. Se trata de un proyecto que desarrollará infraestructura de riego en base a agua dulce del río Paraná y a obras civiles de conocido diseño y utilización en el país. El área a regar corresponde a fincas actualmente en producción. La principal producción a promover es la caña de azúcar, que es un cultivo tradicional en la zona. 
5.53 El proyecto no interviene en áreas naturales protegidas nacionales o provinciales. Sin embargo, en su área de influencia se encuentran hábitats naturales críticos (valle de inundación del río Paraná Medio) aunque no se prevé que el mismo sea impactado. En el ámbito de dichos hábitats una gran área del valle de inundación del río Paraná, correspondiente a la provincia de Santa Fe, fue declarada sitio Ramsar con el nombre de Jaaukanigas “Gente del agua”. Se trata de un área de casi 200 km. de largo entre los 28º y 20º de Lat. Sur. Parte del proyecto interviene en el valle de inundación del río Paraná, correspondiente al extremo norte del sitio Ramsar, para la toma de agua y su transporte hasta el área agrícola. Los términos de la Convención así como sus Manuales señalan como criterio central que las partes contratantes deben, en la medida de lo posible, hacer un uso racional de los recursos humedales de su territorio. 
5.54 Las áreas a regar son sectores actualmente en producción. El área más sensible a intervenir en cuanto hábitat natural será el valle de inundación del río Paraná que debe ser atravesado para la conducción del agua hasta el domo agrícola en tierras altas. El proyecto deberá considerar todas las observaciones antes mencionadas para el diseño, construcción y operación del proyecto, sin modificar de modo significativo las condiciones naturales actuales del ecosistema (pulsos de inundación, patrones de escurrimiento y circulación del agua, diversidad de ambientes acuáticos y terrestres, presencia de diferentes comunidades vegetales, continuidad de corredores de fauna y rutas migratorias –terrestres y acuáticas-, ausencia de ruido y vibraciones, buena calidad del aire y el agua, carácter natural del paisaje, difícil accesibilidad humana que dificulta indirectamente la sobrepesca y la caza furtiva, entre otros aspectos.

5.55 El proyecto no prevé la conversión, degradación ni deforestación de bosques naturales. Las alternativas de proyecto para la conducción del agua (tecnologías y trazas) considerarán la mínima afectación a la vegetación existente y se seleccionará la que implique menor afectación en este sentido. 
5.56 En cumplimiento de los requerimientos del Manual Ambiental y Social del PROSAP, el proyecto es de tipo “A”, ya que en su área de influencia se encuentran hábitats naturales críticos (valle de inundación del río Paraná Medio), “…aún si no se prevé que el mismo será impactado”, y porque “involucra nuevas obras de riego que requieren intervenciones importantes en el terreno…”
. Asimismo, según la legislación provincial, el proyecto debe presentar ante la autoridad ambiental un estudio de impacto ambiental. 
5.57 Como parte de la evaluación ambiental, en las etapas de anteproyecto se establecieron criterios de diseño de las obras para minimizar los impactos negativos y el proceso de análisis y selección de alternativas incluyo la perspectiva ambiental, considerando el aspecto más delicado que es la captación y conducción del agua del río Paraná hasta el domo agrícola atravesando el valle inundable a lo largo del sitio Ramsar, así como la demanda de caudales de agua. A fin de no ocasionar dentro del valle de inundación del Río Paraná algún tipo de erosión o acumulación fluvial, interferencia en cursos de agua menores, alteración en humedales (lagunas, esteros), vegetación de isla (pastizales, canutillares, alisios, bosques en galería) y fauna asociada, se eligió dentro de todas las alternativas de obra estudiadas, mediante un análisis de multi-criterio, una alternativa con alto ranking ambiental (8º entre 42), aquella donde se atravesaran 15 km con un conducto cerrado sobre el valle de inundación del río Paraná, diseño que evita interferencia en la dinámica hídrica de la zona, y evita los posibles impactos negativos nombrados. 
5.58 Los estudios ambientales están en preparación siguiendo las recomendaciones del análisis preliminar y de alternativas; en virtud de estar interviniendo en un área ecológicamente sensible y socialmente valorada, el proyecto plantea un enfoque de uso racional de los recursos y de conservación y mínima intervención en relación a las características ecológicas presentes y a las dinámicas que las sustentan, en cuanto a elección de tecnologías de construcción y operación, trazas, modos constructivos y momento de ejecución de las obras, entre otros aspectos. La EIAS incorpora las recomendaciones ambientales para el diseño, construcción y operación del proyecto, sin modificar de modo significativo las condiciones naturales actuales del ecosistema, y busca el uso sustentable del recuso hídrico.  No se esperan impactos de reasentamiento ni tampoco sobre poblaciones indígenas o viviendo en las islas del sitio Jaaukaninguás, lo que deberá ser confirmado por la EIAS.
5.59 El proyecto incorpora las recomendaciones ambientales para el diseño, construcción y operación del proyecto, sin modificar de modo significativo las condiciones naturales actuales del ecosistema, entre las que se pueden destacar: pulsos naturales de inundación del río Paraná, patrones de escurrimiento y circulación del agua, diversidad de ambientes acuáticos y terrestres tanto espacial como temporalmente, presencia de diferentes comunidades vegetales, continuidad de corredores de fauna y rutas migratorias –terrestres y acuáticas-, ausencia de ruido y vibraciones, buena calidad del aire y el agua, carácter natural del paisaje, difícil accesibilidad humana que dificulta indirectamente la sobrepesca y la caza furtiva, entre otros aspectos.
8.
Proyecto Desarrollo Sustentable Delta Bonaerense – Provincia Buenos Aires

5.60 El Delta del Paraná es un extenso territorio, de aproximadamente 17.500 km², compartido por las Provincias de Entre Ríos, Santa Fe y Buenos Aires (Kandus et al. 2006). El Bajo Delta se encuentra situado hacia el extremo sudeste, estando en contacto con el Río de la Plata. Dentro de esta región se encuentra el Bajo Delta Bonaerense. El Delta Bonaerense es el área de influencia del presente Proyecto, que es una de las regiones de mayor potencialidad productiva de la Provincia y su diversidad cultural y paisajística, constituye, un atractivo para la producción primaria y el turismo. Su desarrollo productivo está muy fuertemente condicionado por el régimen hídrico, ya que se trata de una zona naturalmente inundable. En consecuencia, es necesario plantear estrategias de manejo que partan de una comprensión acabada de la dinámica hídrica, de modo de garantizar la sustentabilidad de los emprendimientos productivos, sin que eso implique transferir efectos de inundación inaceptables a otras zonas, ni hacer desaparecer las funciones ecológicas de la región. 

5.61 La estrategia de manejo de inundaciones para emprendimientos productivos desarrollada en el Delta Bonaerense consiste, esencialmente, en la construcción de endicamientos que impiden el paso del agua hasta una determinada cota, bajando entonces la frecuencia de las inundaciones. También deben tenerse en cuenta, como elemento significativo en lo que hace al manejo del agua, la construcción de urbanizaciones, las que se asientan sobre terrenos previamente rellenados hasta una cota que garantice una baja frecuencia de inundación. 
5.62 El proyecto propuesto objetiva el aumento de la producción y el mejoramiento de la competitividad de las actividades productivas del Delta Bonaerense, para contribuir al crecimiento de los ingresos de los productores y de la Región. Para conseguir sus objetivos, el Proyecto ejecutará un conjunto articulado de inversiones públicas en la construcción, rehabilitación y ampliación de la infraestructura productiva y en el mejoramiento de los servicios de logística, asistencia técnica y capacitación, agrupadas en: (1) Infraestructura Productiva: alteos transitables para minimizar el perjuicio de las inundaciones; mejorar el ingreso de insumos y el retiro de madera de producción y el transporte en general; (2) Capacitación y asistencia técnica, dirigida a los productores para mejorar el manejo del agua e innovar cultivos y práctica; (3) Conectividad rural, que contempla instalación de servicios de Internet y telefonía rural, para mejorar las condiciones de comunicación del isleño; y (4) Sustentabilidad Ambiental, que fortalecerá la Reserva de Biosfera existente, con un Centro de Difusión del Delta, un servicio de control de incendios y caza furtiva y monitoreará el Proyecto.
5.63 La superficie beneficiada del Proyecto propuesto es de 169.700 hectáreas y 80% de esa superficie (132.000 hectáreas) es susceptible de uso productivo, con mejoras para manejo del agua y del suelo. Actualmente, sin embargo, sólo 35.800 hectáreas cuentan con esas obras de manejo que aseguran su cultivo óptimo, libre del efecto de las inundaciones y sin producir impactos ambientales de significación. Es significativa la superficie actual con un aprovechamiento sub-óptimo e impactos ambientales considerables, fundamentalmente en el caso de los pequeños y medianos productores. En este sentido es necesario destacar que las obras de alteos de la propuesta del presente proyecto abarca una superficie de alrededor de 8.000 has. 
5.64 El PDS está dirigido a los productores silvo-agropecuarios del Delta, con la intención de apoyarlos para conseguir la ampliación del área cultivada actualmente subutilizada, la diversificación con productos de alto valor, el aumento de la productividad por hectárea y, por ende, el mejoramiento de la competitividad de sus productos. 

5.65 El Proyecto atenderá la conservación ambiental, con acciones específicas: creación de una Reserva Educativa; apoyo a la aplicación de las prácticas de manejo y monitoreo ambiental de la Reserva de la Biosfera; promoción del ecoturismo y un plan de prevención de incendios. Debe destacarse que el desarrollo forestal que propone el PDS, representará un significativo aporte a la fijación de carbono y una contribución concreta a la mitigación del calentamiento global. El Proyecto propuesto tiene asimismo un fuerte Componente de Fortalecimiento Institucional, destinado a dotar a los organismos públicos y privados a ser involucrados, de capacidades técnicas y operativas. En las actividades de capacitación y asistencia técnica serán considerables los esfuerzos y recursos destinados a la integración del accionar de las instituciones como asimismo, el fortalecimiento de los agentes municipales y provinciales.  Estos objetivos responden plenamente a la política actual de la Provincia, los municipios del Delta y de la SAGPyA, dirigida a lograr un aumento del área forestal del Delta. Esta política fue ratificada expresamente por el Gobierno Nacional en abril de 2010, y el Plan Forestal Nacional ofrece un significativo incentivo para la inversión en el Delta.
5.66 En cumplimiento de los requerimientos del MAS, el proyecto propuesto tuvo clasificación asignada de tipo “A”, ya que en su área de influencia se encuentran hábitats naturales críticos (Reserva de la Biosfera del Delta).  
5.67 Del análisis preliminar del proyecto se identificaron una serie de actividades que pueden tener impactos negativos, siendo el más importante relacionado a la construcción, mejoramiento y alteo de caminos existentes en toda la región de influencia, que podría alterar la dinámica natural de las aguas y su función ecológica con relación a las comunidades naturales y la morfología de las islas. 
5.68 En la Segunda y Tercera Sección de Islas de San Fernando se encuentra la Reserva de Biósfera Delta del Paraná. Esta reserva de usos múltiples ocupa una superficie de 88.624 ha dentro del Delta Bonaerense, con un crecimiento adicional permanente de tierras aluvionales de unas 1.110 hectáreas en el sector frontal sobre el Río de la Plata. La Reserva de Biósfera Delta del Paraná cuenta con un área núcleo, una de amortiguación y otra de transición. La zona núcleo, de 10.596 ha, debe garantizar la protección estricta y a largo plazo del paisaje, ecosistemas y especies propias de la zona. Normalmente la zona núcleo no está sometida a las actividades humanas, excepto para la investigación y el monitoreo de procesos ecológicos. En el área de amortiguación (buffer ó tampón), de 15.473 ha, que rodea a la zona núcleo, se deben desarrollar actividades que no interfieran con los objetivos de conservación de la zona núcleo. Finalmente, la zona de transición, de 62.557 ha, es la parte externa de la reserva, destinada al fomento de nuevos emprendimientos productivos ecológicamente sustentables, como el desarrollo de actividades agrícolas, ganaderas, forestales, de aprovechamiento de fauna y flora, actividades artesanales y ecoturismo. Esta zona es apta para la ubicación de asentamientos humanos y, en la actualidad, cuenta con 15.000 ha forestadas y 3.500 cabezas de ganado para cría. En esta última zona se encuentra el Área de Proyecto. 
5.69 Las acciones del proyecto deben respectar el Plan de Manejo de la Reserva teniendo en cuenta los usos asignados a las zonas núcleo, tampón y transición, así como incorporar las medidas de mitigación y manejo para evitar y minimizar los impactos durante su implantación y operación. 

5.70 La Evaluación de Impacto Ambiental y Social en preparación presta especial atención al impacto de los alteos sobre la dinámica hídrica. En este sentido, antes de iniciar dicha evaluación, el PROSAP realizó estudios de preinversión que le sirvió de base conceptual y de información, contratados con el Instituto Universitario del Delta. Entre los estudios básicos se han preparado: (1) una evaluación preliminar de las mejoras propuestas para el control de inundaciones en el área del PDS; (2) una evaluación de la Reserva de Biosfera; y (3) una estimación de la magnitud de la fijación de carbono frente a diferentes tecnologías y formas de uso del suelo. 
5.71 Los resultados preliminares indican que los endicamientos del Delta son asimilados de una manera poco problemática desde el punto de vista hidráulico, en el sentido de que no provocan redistribuciones severas del flujo durante las grandes crecidas. La evaluación relativamente expeditiva de las implicancias del proceso de desarrollo del Bajo Delta Bonaerense, se apoyó en información disponible, avanzando en forma criteriosa hacia la formulación de indicadores cuantitativos. Se están realizando estudios más profundos, que incluyen una modelación numérica actualizada de las inundaciones como base para profundizar las evaluaciones. 
5.72 Los impactos serán positivos a mediano y largo plazo especialmente en relación al desarrollo de la infraestructura productiva que facilitara el desarrollo comercial de los productos del Delta. El impacto negativo potencial más significativo es la operación de construcción de los alteos, y los estudios técnicos ya realizados deben ser incorporados al EIAS, verificándose los potenciales impactos de esas obras en las propiedades vecinas, buscando prevenir eventual riesgo de inundación. Los estudios ya realizados recomiendan monitoreo para esa eventualidad y proponen un modelo; eso y otros programas de contingencia, alarmas de crecidas, vigilancia y control  deben ser incorporados al PGAS y son de responsabilidad de la UEP en la Provincia.
9.
Proyecto Zona Citrícola y Arrocera de Mandisoví Chico – Entre Ríos 
5.73 El proyecto consiste en la ejecución de obras para la construcción de un sistema de riego y una obra complementaria de electrificación para beneficiar a una zona de producción agropecuaria (arroz, cítricos y, principalmente, ganadería vacuna) que está actualmente subexplotada por carecer de suficiente y oportuna dotación de agua, tanto superficial como subterránea. El área no dispone de un sistema integral de riego que ayude a reducir su déficit hídrico, factor que permitiría ampliar la superficie total cultivada y estabilizar y aumentar los rendimientos promedio.
5.74 El proyecto propuesto prevé una toma de agua en el Embalse de la Planta Hidroeléctrica de Salto Grande en el Río Uruguay en el punto de la desembocadura del arroyo Mandisoví-Chico.
5.75 En cumplimiento de los requerimientos del Manual Ambiental y Social del PROSAP, el proyecto propuesto tuvo clasificación asignada de tipo “A”, por las Salvaguardas (el proyecto es de tipo A ya que en su área de influencia se encuentran hábitats naturales (valle de inundación y áreas silvestres del Arroyo Mandisoví), y por el tipo de proyecto (Infraestructura de riego y drenaje) ya que “involucra nuevas obras de riego… que  requieren intervenciones importantes en el terreno…”. 
5.76 Como parte de la evaluación ambiental los siguientes estudios han sido realizados: (i) diagnóstico del estado de conservación ecológica del ecosistema incluyendo una identificación y categorización de las áreas silvestres del arroyo Mandisoví Chico, según su sensibilidad ambiental; y (ii) análisis preliminar ambiental y factibilidad jurídica desde la perspectiva ambiental, los cuales han resultado en una ampliación del alternativas técnicas contempladas para realizar las obras de conducción de agua, y definido las pautas para la EIA del emprendimiento que se ha contratado. 
5.77 La alternativa elegida para desarrollo del proyecto requerirá servidumbre de propietarios a lo largo de la traza del canal. El EIAS deberá presentar un análisis de las alternativas contempladas desde la perspectiva ambiental y social, así como un plan de compensación por servidumbre y cesión de uso consistente con la Política del Banco (OP-710).  Como el proyecto prevé utilización de agua del Río Uruguay en el Lago Salto Grande, se requiere asimismo una solicitud junto a la Entidad Binacional que responsable de la Planta Hidroeléctrica en los términos del acuerdo binacional de uso del recurso hídrico.
D. Conclusiones sobre aspectos ambientales

5.78 Los proyectos de la muestra presentan intervenciones conocidas y de ingeniería y tecnología de poca complejidad; son recuperación y/o reestructuración de  canales de riego, recuperación y/o apertura de caminos rurales en ripio, mejora de faena ganadera y control sanitario de mataderos y control de incendios forestales. Un adecuado programa de control ambiental de obras asociado a las buenas prácticas de ingeniería son, en general, suficientes para controlar y mitigar los impactos negativos generados en la fase de obra. Dicho control debe estar acompañado de la comunicación social a la población beneficiaria y/o afectada durante las obras, ayudando a generar beneficios, como el empleo de trabajadores en las obras. 
5.79 La mitigación de impactos ambientales se trata en los documentos presentados, algunos con más detalles que otros, con destaque para el PGAS del proyecto de riego de Mendoza, que presenta programas adecuados y con técnicas específicas de control.
5.80 El proceso de preparación de los documentos ambientales ha tenido avances muy importantes desde el PROSAP II. Los documentos ora presentados, en general, siguen al ROP/MAS en los criterios de elegibilidad y lineamientos de contenido. No obstante, hay puntos que pueden ser incrementados, especialmente en lo que se refiere a gestión y seguimiento - la elaboración y asignación de responsabilidades del Plan de Gestión Ambiental y Social. Con frecuencia, el PGAS enfatiza las acciones de control ambiental de obra y monitoreo, que, en general, son ejecutadas por el contratista de las obras, en contraste con los programas de manejo y monitoreo de impactos que implica participación de las entidades públicas. 

5.81 Para subsanar estos puntos fueron expandidos lineamientos específicos en el MAS  como descrito más adelante, y el equipo del Banco recomendó (i) un seguimiento más efectivo por parte del UEC/APP, de los consultores a cargo de la preparación de los documentos; y (ii) una atención cercana de la UAS en la capacitación en las UEPs para ese tema y en el seguimiento y auditoria de cumplimiento.
5.82 Se ha redefinido el contenido mínimo del PGAS en el MAS para superar esa cuestión, fortaleciéndose la función de gestión del PGAS, que no se limita al control durante la ejecución de las obras, y garantizar una participación más efectiva de las UEPs en su elaboración, implantación y supervisión. Para los proyectos con evaluación de impacto ambiental y social, el  PGAS debe incluir: (i) el diseño de las medidas ambientales/sociales que se propone para evitar, minimizar, compensar y/o atenuar los impactos y riesgos claves, tanto directos como indirectos; (ii) las responsabilidades institucionales relativas a la implementación de dichas medidas, incluyendo, si fuera necesario, capacitación; (iii) cronograma y presupuesto asignado para la ejecución y gestión de las medidas; (iv) programa de consulta y/o participación acordado para el proyecto; y (v) el marco para la supervisión de los riesgos e impactos ambientales y sociales a lo largo de la ejecución del proyecto, incluidos indicadores claramente definidos, cronogramas de supervisión, responsabilidades y costos. 

5.83 Igualmente importante es la responsabilidad de ejecución del PGAS – la UAS y la entidad ejecutora hacen el seguimiento, y el Inspector Ambiental y Social está encargado de supervisar y acompañar el cumplimiento de las medidas y obligaciones de control de obras, pero ni siempre la responsabilidad de ejecutar el PGAS está claramente definida; no es responsabilidad exclusiva del contratista y aparentemente, el algunos proyecto ha sido interpretado así. En este contexto, las responsabilidades asignadas en el PGAS fueron incluidas en las modificaciones del MAS como se presenta a continuación:
a) La responsabilidad de elaboración del PGAS es del ejecutor del Proyecto (Provincia, EPDA, UEP).

b) La responsabilidad de implementación de los programas del PGAS es del ejecutor del proyecto (UEP), y otras instituciones provinciales que correspondan, según el contenido de cada programa.
c) Durante la ejecución de las obras el contratista tiene el rol de ejecutar las acciones de control ambiental y monitoreo relacionados a ellas, delegadas en él por la UEP; otros agentes igualmente pueden actuar en programas de comunicación social, establecimiento de líneas de base para monitoreo posterior, y capacitación institucional para la operación de las estructuras que se están construyendo.
d) La responsabilidad de monitoreo y supervisión de los programas incluidos en el PGAS es de la UEP. Podrán participar en las acciones pertinentes a la etapa de usufructo de las obras; organismos provinciales y/o organizaciones de beneficiarios para los programas relacionados a la operación de los sistemas implantados y otros organismos o instituciones, de acuerdo a las particularidades del proyecto. La UAS realizará la supervisión del cumplimiento de los programas en general. 

5.84 Se ha incorporado al MAS, igualmente, que el PGAS deberá identificar (i) la institución responsable por la vigilancia y control ambiental en el área del proyecto, incluyendo necesidades de capacitación de su personal técnico y legislación aplicable; y (ii) las alternativas de participación de la población del área de influencia del proyecto en los programas determinados, sean de comunicación y/o educación ambiental y social, y/o de capacitación, etc. Los programas de seguimiento deberán establecer las líneas de base y los indicadores correspondientes para los monitoreos que sean necesarios.
E. Conclusiones sobre aspectos socioculturales

5.85 El único proyecto de la muestra que tiene intervención directa sobre pueblos indígenas es el Desarrollo Ganadero de Río Negro, para el cual se ha desarrollado un Marco de Procedimientos para Pueblos Indígenas. En el área de la provincia de Río Negro son reconocidas las comunidades mapuches, su organización y su lucha para conseguir la tenencia de tierras, pero esta problemática va más allá del Proyecto Integral Ganadero. Cuestiones estructurales, por alejamiento, por cultura, por pobreza etc. son tenidas en cuenta en el proyecto, a través de las propuestas de desarrollo local.  El marco de procedimiento sirve como un acercamiento a la caracterización de las comunidades indígenas en Río Negro y sus problemáticas, e intenta servir de nexo entre este grupo indígena y el proyecto. 
5.86 El apéndice específico en el MAS está destinado a la inclusión de pueblos indígenas en las operaciones, así como a la activación de las salvaguardas previstas por el BID cuando sean necesarias.
5.87 Si bien los beneficios en infraestructura benefician a la población en general es necesario verificar y garantir la equidad entre géneros. En este contexto, para los aspectos de equidad de género, el Banco ha orientado al equipo de PROSAP a: (i)  incluir el fortalecimiento institucional de las UEPs y la UAS especialmente enfocado al género para gestión ambiental, monitoreo y mantenimiento de las obras/estructuras construidas; (ii) incluir acciones específicas para tratar el tema de inclusión por razones de género entre los criterios de diseño y ejecución de inversiones bajo el Programa; y (iii) que en el marco de las evaluaciones de impacto, la generación de beneficios sea analizada de acuerdo a su accesibilidad a las mujeres. Se ha incluido esos criterios de equidad de género en un apéndice específico que integra el MAS (ver Sección VI).
VI. Gestión Ambiental y Social del PROSAP
6.1 El marco de gestión ambiental y social del PROSAP está estructurado en una serie de mecanismos de gestión: (a) el esquema institucional para la gestión del programa que abarca las distintas instancias de gobierno; (b) el ROP del Programa y respectivo Manual Ambiental y Social que rigen la ejecución del Programa, y que contiene los procedimientos, requerimientos y guías actualizadas para definición de ámbito (scoping), evaluación ambiental y social, incluyendo reasentamiento involuntario, impacto social y procedimientos de mitigación y control, así como para consulta pública; (c) el marco legal e institucional ambiental vigente de ámbito nacional y provincial, como presentado en el Capítulo IV y que es parte integral del ROP; y (d) el sistema de seguimiento y evaluación de la ejecución del Programa. 
A. Esquema Institucional de Gestión 
6.2 Las responsabilidades institucionales para implementar el sistema de gestión ambiental y social del Programa se distribuyen entre los tres niveles de ejecución: 
a) a nivel central, la Unidad Ambiental y Social de la Unidad Ejecutora Central del PROSAP - UEC/UAS tiene un protagonismo activo en su relación con los organismos ejecutores provinciales, fortaleciendo su rol de promotor de buenas prácticas y desarrollo sustentable, en complemento de las funciones de control de calidad. En este sentido, la UAS fue reforzada con la contratación de cuatro especialistas adicionales y cuenta con un equipo técnico de consultores especialistas que apoyan a las provincias beneficiarias en la formulación  de sus respectivos proyectos y el seguimiento de la ejecución. 
b) Para la etapa de preparación de los proyectos, se ha establecido el Área de Preparación de Proyectos en la UEC (APP), el cual también cuenta con un equipo ambiental, que apoya, gestiona y coordina las acciones ambientales a llevarse a cabo durante esta etapa y que debe coordinarse con la UAS para la aprobación ambiental y social de los proyectos. El APP contrata los especialistas responsables por los estudios ambientales y sociales de los proyectos que buscan acceder al Programa. Dicha medida logro mejorar y dar consistencia en la calidad de los estudios producidos anteriormente por los entes provinciales, frente a os estándares requeridos por el ROP/MAS. El APP es responsable por la elaboración de los Términos de Referencia de los estudios y por la revisión técnica de los mismos, elevándolos a la UAS para la emisión del dictamen de factibilidad ambiental y social.
c) a nivel provincial, los entes ejecutores son responsables de preparar y ejecutar los proyectos de acuerdo con los requisitos establecidos en el ROP, asegurar el cumplimiento de las medidas mitigadoras incluidas en los contratos de construcción y los compromisos de operación, y hacer el seguimiento de las acciones de monitoreo del Proyecto, de acuerdo a los procedimientos establecidos en ROP y acordados en el respectivo PGAS. Cada UEP designa un Inspector Ambiental de Obra (IASO) antes del inicio de la ejecución, a cargo de verificar el cumplimiento del PGAS y elaborar informes ambientales y sociales periódicos a ser sometidos a la UAS para su aprobación. Los IASO también son responsables por presentar los resultados de la inspección de obras y supervisión de los demás programas de mitigación a los auditores independientes, respondiendo por la Provincia a las auditorías ambientales y sociales.
a) Unidad Ambiental y Social (UAS) – procedimientos y responsabilidades

6.3 La UAS es responsable por coordinar las actividades de la UEC y las demás instituciones participantes en los temas ambientales y sociales, promover buenas prácticas ambientales, e integrar los resultados de los estudios necesarios para viabilizar los proyectos desde el punto de vista ambiental y social, así como por consolidar la información del cumplimiento de las medidas mitigadoras incluidas en los contratos de construcción y los compromisos de operación. La UAS integra el Comité Técnico de Evaluación de Proyectos (CTE) en la UEC, a cargo del proceso de aprobación de los proyectos específicos del sector público, y participa en el análisis de la elegibilidad de los mismos. Durante la etapa de ejecución, la UEC/UAS ejecuta auditorías ambientales y sociales periódicas sobre muestras aleatorias de la cartera de proyectos, como la que se realizó en los proyectos en ejecución referidos en el Capítulo III.
6.4 La UAS está compuesta por un equipo multiprofesional que se encarga del seguimiento de la etapa de preparación y de la etapa de seguimiento de los proyectos. El equipo también se encarga de acciones de capacitación y difusión del MAS en las unidades de preparación provincial (UEPs) y para eso contrató otro profesional para esa función específica.
6.5 Las funciones y responsabilidades de la UAS están definidas en el ROP del Programa y se describen a continuación.
a) Coordinar y supervisar la gestión ambiental y sociocultural en los subproyectos PROSAP.
b) Supervisar al área de Preparación de Proyectos en su rol de  la formulación  de los subproyectos desde el punto de vista ambiental y sociocultural, incluyendo los impactos y oportunidades relacionadas a los pueblos indígenas y cuestiones de género. 

c) Realizar el análisis de factibilidad ambiental y sociocultural de los subproyectos mediante la recomendación de su aprobación, rechazo o modificación. 

d) Revisar y aprobar las especificaciones ambientales y socioculturales incluidas en los pliegos licitatorios de obras.
e) Supervisar el cumplimiento del Plan de Gestión Ambiental y Social de los subproyectos, incluyendo el respectivo plan  de vigilancia y control de las obras incluidas en cada subproyecto y demás programas relacionados a cuestiones sociales (pueblos indígenas, de reasentamiento, de género). 

f) Supervisar el cumplimiento oportuno de los procedimientos de acceso a la información, consulta y participación pública en los subproyectos.
g) Asesorar a las entidades y organismos provinciales y otras áreas del PROSAP respecto a los aspectos de evaluación y control ambiental para la preparación, aprobación y ejecución de los programas y proyectos de acuerdo con  los requisitos y procedimientos establecidos en Manual Ambiental y Social. 

h) Participar en las acciones de construcción de capacidades provinciales para la ejecución de subproyectos e implementación de los planes de gestión ambiental y social. 
i) Coordinar con la AIER (área de inclusión y equidad rural) de la UCAR, actividades de capacitación y la asistencia técnica en aspectos de género a profesionales involucrados con el diseño, ejecución, monitoreo y evaluación de los proyectos del PROSAP.

6.6 Como se puede constatar, las atribuciones de la UAS son extensas y detalladas y una de ellas es proveer apoyo técnico a las Provincias  para la realización de las EIAS. En que pese el Manual Ambiental y Social (MAS) presentar contenido mínimo para esos estudios, cabe a la UAS brindar el asesoramiento y capacitación sobre la aplicación y el desarrollo de la EIAS y la eventual compatibilización con la norma ambiental local.

6.7 Con el aumento del número de proyectos en ejecución y la cantidad de Provincias a atender en el proceso de seguimiento y monitoreo de los mismos, se recomienda un incremento de personal técnico para actuar junto a las EE/EPDA y específicamente a las UEP. Ese incremento servirá también para (i) las acciones de capacitación de los nuevos Inspectores Ambientales y Sociales de Obra y (ii) la diseminación de información del nuevo ROP/MAS.
6.8 En lo que se refiere al seguimiento social de los proyectos, igualmente se recomienda reforzar la UAS con un especialista en género y grupos vulnerables y coordinar acciones de capacitación y asistencia técnica con el AIER (Área de Inclusión y Equidad Rural)  de UCAR. Para apoyo local, fortalecer a las entidades provinciales con especialistas de ese tema, de acuerdo a la magnitud de proyectos que se incluyan al Programa.
B. Reglamento Operativo (ROP) y Manual Ambiental y Social (MAS)  

6.9 Como parte de la preparación del programa, y utilizando las lecciones aprendidas de la gestión ambiental y social del PROSAP II, el Manual Ambiental y Social (MAS) que integra el ROP vigente fue revisado para el incremento y precisión de algunos aspectos de procedimientos ya identificados durante su utilización, así como para complementar los requisitos y lineamientos recomendados en las políticas más recientes aprobadas por el Banco: pueblos indígenas, equidad de género, gestión de riesgos de desastres y disponibilidad de información. También se reforzaron los requisitos de evaluación y seguimiento de los impactos y beneficios socio-ambientales por tipología de proyectos, incorporándose tipos de proyectos no previstos originalmente en los programas anteriores (como gasoductos y ganadería con mataderos, por ejemplo). 

6.10 El MAS contempla los lineamientos de instrumentos y procesos a ser aplicados en las evaluaciones ambientales y socioculturales. Los criterios de elegibilidad y los procedimientos ambientales y sociales del Programa adoptados en este Manual son compatibles y deberán ejecutarse en consonancia con las Políticas Operacionales del BID sobre  Medio Ambiente y Salvaguardias Ambientales (OP-703), la Política de Acceso a la Información (OP 102), Igualdad de Género en el Desarrollo (OP 761) y Pueblos Indígenas (OP 765) y con las Políticas de Salvaguarda Ambiental y Social del Banco Mundial.
6.11 Los aspectos ambientales y sociales que integran el Perfil del Proyecto (puntos 9 y 10) son un informe inicial sintético que contiene: el marco legal e institucional ambiental vigente en el área del Proyecto a ser evaluado; los posibles impactos ambientales y las características de los estudios de evaluación requeridos. El alcance de la evaluación ambiental de cada proyecto se describe en el Manual, con las características, y contenido mínimo del estudio a ser presentado por los responsables de su elaboración. 

6.12 Las modificaciones más importantes introducidas al ROP y MAS dicen respeto a (i) la inclusión de nuevos tipos de proyectos y las especificaciones ambientales y sociales asociadas a ellos; (ii) definición de las atribuciones de gestión y seguimiento de la UAS; (iii) especificación del contenido de la EIAS; (iv) especificación y seguimiento de los programas del PGAS; y (v) inclusión de apéndices específicos para atender a las nuevas políticas del Banco, de equidad de género y divulgación de información.
a) Procedimiento socio-ambiental de PROSAP
6.13 El procedimiento ambiental del PROSAP se basa en los siguientes fundamentos: i) la legislación ambiental y sistemas de evaluación de impacto vigentes en las Provincias que presentan los Proyectos; ii) las características institucionales del PROSAP; iii) la naturaleza del impacto ambiental y social que cause cada Proyecto; y iv) las directivas de la Política de los Bancos contenidas en el Manual Ambiental y Social. 
6.14 Cada proyecto seguirá los procedimientos de evaluación ambiental y social detallados en el Manual Ambiental y Social según las etapas de preparación. En la Etapa de Identificación, se clasifican los proyectos en tipo A, B o C, de acuerdo a su grado de complejidad y localización. Esta clasificación, junto con el Perfil del Proyecto que incluye en el punto 9 y 10 los aspectos ambientales y sociales es informada a los Bancos para su No Objeción.
6.15 En los mejoramientos de los procedimientos ambientales y sociales se destaca la incorporación de los datos de la Ficha Ambiental y Social como puntos obligatorios del Perfil de Proyecto, asegurando la presentación adecuada y oportuna de la información requerida en el proceso de análisis inicial de propuestas de proyectos. El Perfil deberá ser presentado por la UEP responsable del proyecto a la Entidad de Enlace
 de la Provincia, que la enviará a la consideración de la Unidad Ambiental y Social. Su elaboración requiere una visita previa al campo y debe estar acompañada de fotos que ayuden a visualizar los aspectos ambientales y sociales más relevantes. 

6.16 El tratamiento de los aspectos ambientales y sociales contenidos en el Perfil constituye la primera etapa de la evaluación ambiental y social y tiene por fin realizar una estimación inicial del impacto del Proyecto y en consecuencia, definir la necesidad de elaborar la Evaluación de Impacto Ambiental y Social. A partir de su contenido se clasifica el proyecto según las categorías  A, B o C establecidas en el ROP/MAS. Si el análisis de los aspectos ambientales del Perfil del Proyecto por parte de la UAS indica la necesidad de elaboración de Estudio de Impacto ambiental y Social (EIAS), la EPDA/UEP será informada e iniciará el proceso de evaluación ambiental y social.

6.17 Para la elaboración de la EIAS, el Manual establece lineamientos mínimos (incluso para el PGAS que debe estar asociado), de acuerdo a la OP-703. Esos lineamientos están estructurados en capítulos que deben proveer:

a) Identificación y caracterización de los impactos ambientales y sociales positivos y negativos del proyecto en su área de influencia; 
b) Consulta a las poblaciones potencialmente afectadas y a instituciones públicas, privadas y no gubernamentales locales para su información y posterior consideración de sus observaciones en el diseño final del proyecto y planes de gestión; 

c) Elaboración y propuesta de alternativas y mejoras para atenuar y controlar los impactos negativos identificados; 

d) Elaboración de un Plan de Gestión Ambiental y Social del proyecto durante su ejecución y vida útil (con metas cuantitativas y recursos requeridos para su cumplimiento) – PGAS.
6.18 La EIAS deberá presentar como contenido mínimo: (1) un Resumen Ejecutivo, (2) una  descripción sintética del Proyecto, con la evaluación de alternativas en aquellos casos que se hayan considerado, y en las que se incluye como opción  la alternativa sin proyecto; (3) la Legislación, las instituciones ambientales y sociales y el procedimiento de EIAS en la provincia, (4) una descripción biofísica y socioeconómica y de la situación del ambiente y los recursos naturales en el área del Proyecto, incluyendo una línea de base, (5) la identificación y caracterización de la población beneficiaria del proyecto y una evaluación y análisis del impacto ambiental y social del mismo, (6) un proceso de consulta pública, (7) el registro del mencionado proceso de consulta y participación, y (8) una propuesta de medidas de mitigación de los impactos negativos o de compensación. Acompaña la EIAS el PGAS, con programas de mitigación, compensación, monitoreo y seguimiento.

6.19 Dado que son elegibles en el PROSAP proyectos de infraestructura y de desarrollo económico, con impactos muy distintos entre sí, el MAS también describe con fines orientativos los impactos potenciales a ser considerados en cada proyecto de riego y drenaje, de electrificación rural, sanidad vegetal y animal, desarrollo ganadero, prevención y control de incendios e infraestructura de gasoductos. 
6.20 El procedimiento ambiental y social para los proyectos, etapas, entidades responsables, y resultados esperados se describe en el Cuadro III a continuación, que está presente en el MAS.
Cuadro III -  Procedimiento Ambiental y Social para Proyectos PROSAP

	Etapa del
Proyecto
	Etapa del

Procedimiento Ambiental y Social
	Entidad
Responsable
	Herramienta
Metodológica
	Resultado
	Entidad
Supervisora

	Identificación y Clasificación

(Perfil Avanzado)
	1.Elaboración de los aspectos ambientales y sociales del 

Proyecto (puntos 9 y 10 del Perfil del Proyecto)
	EPDA/EE
	Procedimientos MAS y 

Legislación 

provincial sobre EIAS 
	Perfil del Proyecto, puntos 9 y 10 (aspectos ambientales y socioculturales)
	APREP

	
	2.Revisión y 

aprobación de los aspectos ambientales y sociales 
	APREP
	Procedimientos MAS
	Perfil del Proyecto con los aspectos ambientales y socioculturales y proyecto calificado
	UAS

	Preparación
	3. Realización del EIAS cuando sea necesario
	EPDA/EE
	Evaluación de Impacto Ambiental y Social según

MAS  y/o

legislación provincial 
	Informe de Evaluación de 

Impacto 

Ambiental y Social –EIAS y PGAS
	APREP

	
	4. Revisión y 

aprobación del 

Estudio de EIAS por el PROSAP
	APREP
	Manual Ambiental y Social
	EIAS aprobada
	UAS

	
	5. Consultas Públicas 

 
	EPDA/EE
	Manual Ambiental y Social o legislación provincial


	Consulta formalizada
	UAS



	
	6. Permiso Ambiental y Social
	Autoridad

de aplicación

legislación

provincial
	Legislación 

Provincial sobre EIAS 
	DIA/certificado/autorización/permiso ambiental obtenido
	

	Ejecución y Monitoreo
	7. Elaboración especificaciones ambientales y planes de control ambiental de obras para los pliegos de licitación
	EPDA/EE
	Manual Ambiental y Social y  PGAS en lo que respecta a medidas para control ambiental de obras 
	Pliego licitatorio
	UAS/
BID

	
	8. Implementación de las medidas de mitigación
	EPDA/EE//IASO 
	PGAS; 

Informes de inspección y supervisión ambiental y social de obras

Auditorias periódicas independientes, 


	PGAS aplicado plenamente verificado a través de Informes de inspección, auditorias periódicas y de cierre
	UAS



	
	9. Ejecución del Plan de Gestión Ambiental y Social – PGAS
	
	
	
	


b) Procedimientos socioculturales

6.21 Otra inclusión importante al MAS es el estudio de impacto sociocultural (pueblos indígenas y garantía de equidad de género), con  apéndices específicos para eso, que contienen acciones proactivas.
6.22 Por acción proactiva en equidad de género en el PROSAP III se entiende:
a) Inversión directa en áreas estratégicas para la igualdad de género. El PROSAP III priorizará la inversión directa en áreas con un alto impacto en la igualdad de género (como electrificación rural y riego) y el empoderamiento de las mujeres, a través de la capacitación y la asistencia técnica agrícola. También considerará la igualdad en los mercados de trabajo, la participación y el liderazgo de las mujeres en la toma de decisiones, especialmente en los mecanismos asociativos (consorcios de riego, consorcios camineros, cooperativas eléctricas).
b) Productos de conocimiento y formación de capacidad. El PROSAP  III  prevé la equidad de género en  la generación de información y análisis para sustentar la inversión directa, donde se promoverá la recolección de información estadística y el análisis por sexo para identificar de manera diferenciada los resultados de los proyectos y se apoyará el fortalecimiento de la capacidad institucional de actores públicos y privados para promover la igualdad de género. 
6.23 Las campañas de difusión y comunicación social, así como las convocatorias para consultas públicas y para el monitoreo y evaluaciones de los proyectos deberán ser especialmente sensibles a la temática de género, incluyendo un análisis de los medios de difusión a los que tienen acceso las mujeres (p.ej. radios comunitarias, TV pública etc.).
6.24 Adicionalmente el MAS establece una acción preventiva que busca prevenir los impactos adversos. Los lineamientos específicos introducen medidas a fin de prevenir, evitar o mitigar los impactos adversos y los riesgos de exclusión por razones de género que sean identificados en el análisis de riesgo de los proyectos. La exclusión e invisibilidad de las mujeres rurales pasan por el reconocimiento y la valorización del potencial de los seres humanos que posibilite su desarrollo en sus múltiples facetas. En este sentido, el Reglamento Operativo y en particular el Manual Ambiental y Social, incorpora los siguientes criterios:

a) En el diseño, la implementación y ulterior monitoreo de los proyectos se establecerán mecanismos para no sobrecargar el tiempo de las mujeres, permitiéndoles participar de la capacitación y la asistencia técnica, diseñadas con perspectiva de género;

b) Durante la preparación de proyectos se analizarán los beneficios de los proyectos  discriminados por sexo y se evaluará si deben tomarse medidas específicas para la participación de mujeres en consorcios camineros y de riego, las pequeñas obras públicas que puedan ser ejecutadas por mujeres., en el caso que se hagan contratos a nivel de la comunidad para construcción o mantenimiento de pequeñas obras se incluirán mujeres como se ha hecho con anterioridad en programas de inclusión de personas afectadas por el desempleo;

c) Durante la preparación de proyectos se analizarán desde el diseño de los proyectos los beneficios en el área de intervención  a fin de poder monitorear y evaluar si alcanzan por igual a ambos sexos y, en particular, qué efectos tiene en el uso del tiempo para las mujeres que viven en áreas rurales y qué efectos tiene para las  jefas de hogar en cuanto al uso de recursos  para la economía familiar. Se considerará la inclusión de mujeres  en los mecanismos de gestión de la energía
6.25 En proyectos de electrificación rural se buscará adaptarlos a las condiciones particulares de las mujeres que habitan en las zonas de proyecto y asegurar que la distribución llega a los hogares con jefas de hogar. En ocasiones, ellas son las más pobres, las que menos posibilidades tienen de acceder a la electricidad, y carecen de un salario; el acceso a la electricidad las puede retirar cargas que las permitirán ahorro en el tiempo que podrán dedicar a realizar trabajos económicamente productivos.
6.26 En cuanto a la atención de pueblos de origen (PO) o indígenas, el MAS trae lineamientos elaborados en base a la OP-765, que establecen la necesidad de formulación de un Marco y Plan para Pueblos Indígena (PPI) cuando un proyecto afecte o beneficie esa población. El objetivo de los Planes de Pueblos Indígenas es asegurar que las actividades de los proyectos que los involucren se lleven a cabo con absoluto respeto de la dignidad, derechos humanos, economías y culturas de las comunidades indígenas involucradas.
6.27 El PPI de un proyecto contendrá como mínimo la siguiente información:

a) Evaluación Social: Descripción de las características demográficas, sociales y culturales de la comunidades indígenas involucradas. Determinación de los posibles efectos positivos o negativos del proyecto sobre las mismas, y examen de alternativas al proyecto cuando los efectos negativos puedan ser importantes. El alcance, la profundidad y el tipo de análisis practicado en la evaluación social serán proporcionales a la naturaleza y dimensión de los posibles efectos del proyecto sobre las comunidades indígenas, ya sean efectos positivos o negativos.
b) Un esquema que asegure que se lleven a cabo consultas previas, libres e informadas con las comunidades indígenas donde se presentarán los principales aspectos del proyecto, objetivos centrales, sus acciones y alcances, con especial énfasis en las adaptaciones culturales para las comunidades del plan de acción propuesto;

c) En la preparación de los PPI se tendrán en cuenta las estrategias de difusión y comunicación específicas y adecuadas para los pueblos indígenas que garanticen el pleno conocimiento de las actividades del Proyecto. Al respecto se preverá: (i) elaboración de material en lengua originaria, (ii) capacitación de agentes para la comunicación y consulta con comunidades;
d) Un plan de acción con las medidas necesarias para asegurar que las comunidades indígenas obtengan beneficios sociales y económicos adecuados que incluya, en caso necesario, medidas para fortalecer la capacidad de la entidad ejecutora del proyecto. Dicho Plan de Acción deberá establecer las responsabilidades primarias respecto a las acciones involucradas,  los sistemas de seguimiento y evaluación e informes a elaborar;

e) Cuando se identifiquen posibles efectos negativos sobre las comunidades indígenas, un plan de acción adecuado con las medidas necesarias para evitar, reducir lo más posible, mitigar o compensar los efectos adversos;

f) Procedimientos accesibles adecuados al proyecto para resolver quejas de las comunidades involucradas durante la ejecución del proyecto;
g) Plan de Reasentamiento. Si un proyecto implica el desplazamiento físico de Pueblos Indígenas, deberá  asegurarse específicamente que: a) se hayan estudiado otros posibles diseños del proyecto que permitan evitar el desplazamiento físico, y b) se haya obtenido amplio apoyo al mismo por parte de las comunidades indígenas afectadas, en el contexto del proceso de consulta previa, libre e informada. Se desarrollará un Plan de Reasentamiento conforme a lo establecido en la sección correspondiente del MAS;
h) Las estimaciones de costos y el plan de financiamiento del PPI.
c) Seguimiento y Evaluación

6.28 Inspección técnica y supervisión ambiental: Para los proyectos más complejos o de gran envergadura, se necesitará un incremento de la gestión, monitoreo, y supervisión independiente actualmente vigente bajo el PROSAP; en estos casos, la inspección de las obras se realizará con el apoyo de una firma contratada para el efecto, que deberá contar con más de un Inspector Ambiental y Social de Obras, especialmente durante la etapa constructiva. Las inspecciones  periódicas del IASO deberán ser más frecuentes para los proyectos en áreas sensibles o que involucren obras complejas. Para dichos proyectos la empresa de supervisión de obras debe acompañarse de inspectores ambiental/social con presencia permanente en el sitio de obras. El control de actividades de esos inspectores debe ser hecho por el IASO del proyecto, que revisará y aprobará sus informes de control ambiental de obra e informes sociales. Es responsabilidad del IASO enviar un informe único con el resumen de esas inspecciones a la UAS periódicamente: (i) informes semestrales para proyectos de categoría B o C; y, (ii) se ha recomendado que para proyectos categoría A sean enviados informes con periodicidad inferior. El MAS presenta los lineamientos de inspección y supervisión de la ejecución.
6.29 La supervisión general de la ejecución del Programa por el Banco a cargo del Equipo de Proyecto del Banco, se realiza a partir de la información provista por el Ejecutor según los instrumentos aprobados por el Banco para la administración de las operaciones. La contratación bajo términos acordados con el Banco, de los servicios de consultoría para la inspección de las obras civiles y electromecánicas y de los programas de mitigación y compensación socio-ambiental de los proyecto bajo el Programa, se deberá realizar previamente a la suscripción de los contratos de obra. 
6.30 Auditorías: Serán realizadas auditorias periódicas de los proyectos de infraestructura por medio de consultorías contratadas por la UEC. Los auditores evaluaran el proceso de evaluación y aprobación de los proyectos, el seguimiento/ supervisión de las obras y demás informaciones necesarias para evaluar los programas de mitigación ambiental y social. Dichas auditorias tendrán frecuencia semestral o mayor, a depender de la complejidad del proyecto o de los temas ambientales y sociales. Los resultados de las auditorias se presentaran en los informes semestrales de seguimiento del Programa a ser enviados al Banco por la UEC.
6.31 Monitoreo de los impactos y línea de base: para apoyar en el monitoreo de los impactos ambientales y sociales, al inicio de cada proyecto se establecerá una línea base de referencia de los impactos, tomando por base cada PGAS y la matriz de resultados de cada proyecto.  
VII. Divulgación y Consulta Pública

7.1 En la revisión de los procesos de divulgación en utilización el las Provincias, se observó que existen procedimientos de “convocatoria de Audiencia Pública” derivados de la ley provincial, en casi todas ellas. En algunos casos generase una confusión entre la obligatoriedad de realización de la Audiencia Publica provincial y el proceso de divulgación y consulta previsto en la política del Banco y en el ROP/MAS del Programa. 

7.2 Para sanar esa cuestión, el MAS fue modificado introduciéndose una revisión y ampliación de los procedimientos de divulgación, el concepto del proceso de divulgación de informaciones y el rol de las consultas, como parte de un proceso, y no la única herramienta disponible de información. Con eso, utilizar el término “audiencia” en beneficio del proceso institucional existente en las Provincias es adecuado desde que se considere que la política de medio ambiente y salvaguardias del Banco prevé la necesidad de un proceso de divulgación y consulta, que puede ser finalizado con dicha audiencia (o audiencias, en el caso de proyectos de tipo A). Está explicitado en los procedimientos que en esos casos (proyectos A) son necesarias al menos 2 reuniones de consulta en momentos distintos: durante la fase de delimitación de los procesos de evaluación ambiental y social, y durante la revisión de los informes de evaluación.
7.3 Los proyectos de la muestra realizaron (o están por finalizar) un proceso de divulgación de información en base al ROP/MAS, cumpliendo la política de acceso a la información del Banco. Una síntesis de esos procesos está descripta en los párrafos y cuadro a continuación.
7.4 Chubut - Prevención de Incendios - Proceso de divulgación de informaciones finalizado con reunión de consulta realizada en el 10 de mayo del 2011; copia de convocatoria, acta de la reunión, listado de asistentes e documentación fotográfica presentados al Banco. Además,  el proyecto considera específicamente el tema de comunicación y difusión. Esto se aplica no solo para la zona donde se intervendrá, sino también para toda la región de influencia de las brigadas de lucha contra incendio de la región Noroeste de la provincia. 
7.5 Entre Ríos – Caminos Rurales - Hubo reunión de consulta pública y evidencias de ese proceso están presentadas en la reunión de cierre de 27/01/2010. También se llevará a cabo un Plan de Comunicación a la Población contemplando todos los aspectos relativos a las interacciones de la obra con las comunidades. Ese Plan identificará acciones de comunicación para informar a la comunidad y a los usuarios eventuales afectados por la ejecución del proyecto, de cuestiones relacionadas a la construcción de la obra como desvíos, cortes y recepción de reclamos y consultas. (a incorporar en el PGAS). 
7.6 Mendoza - Red Terciaria - En la Provincia de Mendoza todos los procedimientos de divulgación están previstos. El proceso de divulgación y consulta tuvo inicio con la reunión de apertura en el 8 de julio de 2011 en el Departamento General de Irrigación, donde (i) fue presentado el proyecto en su estado actual de avance, (ii) se discutieron los aspectos ambientales y sociales del proyecto (iii) fueron puestas a disposición del publico copias físicas de los documentos de proyecto, que estarán disponibles para consulta y aclaración hasta el 02 de agosto del 2011, cuando se realizará otra reunión pública para aclaración de dudas e incorporación de sugerencias pertinentes al proceso, en el mismo DGI. Invitaciones, fotos y acta de la reunión realizada fueron presentados al equipo del PROSAP y del Banco.

7.7 Río Negro – Prevención de Incendio Bosques Andinos – En cumplimiento a los procedimientos definidos en el MAS, el proyecto ha sido clasificados en categoría C. No obstante, se planteó la necesidad del proceso de divulgación y consulta, en cumplimiento a la OP-102, visto que el proyecto prevé la construcción de nueva infraestructura edilicia destinada a la nueva sede operativa del Servicio de Prevención y Lucha contra Incendios Forestales Bariloche. Son impactos sencillos de construcción, de muy pequeña magnitud y de mitigación conocida, adecuadamente contemplados en el PGAS preparado. La divulgación y consulta deberán ser comprobados junto al Banco antes de la firma del contrato de préstamo.

7.8 Desarrollo Integral Ganadero de Río Negro - El programa prevé el desarrollo e implementación de un sistema de información estratégica comercial (SIEC) y de un plan de comunicación grafica, radial y digital. La provincia inició el proceso de convocatoria restando definir la fecha de la reunión de cierre de del proceso de consulta pública.
7.9 San Juan - Red secundaria de riego - La provincia inició el proceso de convocatoria, restando aún definir fecha de la reunión de cierre del proceso de consulta pública. Sin embargo, ya se realizaron se realizaron 4 Talleres de árboles de problemas y soluciones con la comunidad beneficiada, encontrando que la realización de la obra propuesta en el proyecto soluciona sus problemas de riego y consecuentemente habrá una mayor rentabilidad con sus cultivos.
7.10 El Cuadro IV informa el estado de avance de las consultas de la Muestra del Programa, que se estará completando hasta el mes de agosto de 2011.
	Província
	Proyecto
	Categoría
	Fecha de la 
Audiencia
	Lugar
	Información que se adjunta

	Chubut
	Mejoramiento del Servicio de Prevención y Control de Incendios Forestales - 2da etapa
	B
	10/5/2011
	Epuyén - Base del Servicio Provincial del Manejo del Fuego
	* Copia de la Convocatoria
* Acta de la reunión
* Listado de Asistentes
* Documentación fotográfica

	Entre Ríos
	Caminos Rurales Zona VII C
	B
	27/1/2011
	Salón del Consejo D. de la Municipalidad de Undinarrain
	* Copia de la Convocatoria
* Acta de la reunión
* Listado de Asistentes
* Certificado de Aptitud Ambiental

	Mendoza
	Modernización de la Red Terciaria del Tramo Inferior del Río Mendoza
	B
	Convocada para el 02/08/11
	Departamento General de Irrigación, Ciudad de Mendoza
	* Acta de apertura
* Listado de Asistentes
* Cartas de Invitación
* Copia de la Convocatoria
* Documentación fotográfica

	Río Negro
	Plan Integral Ganadero
	B
	La provincia inició el proceso de convocatoria restando definir fecha de la audiencia pública
	 
	 

	Río Negro
	Fortalecimiento Inst. para la Adm. de los Bosques Andinos 
	C
	No será necesaria audiencia. Provincia informada de que debe dar publicidad a la información sobre el proyecto
	
	

	San Juan
	Red Secundaria Canal del Norte y 25 Mayo 
	B
	La provincia inició el proceso de convocatoria restando definir fecha de la audiencia pública
	 
	 


ANEXO ÚNICO
Auditoría PROSAP II 

7.11 A continuación se presentan las principales conclusiones de la auditoría realizada en los proyectos en ejecución en el PROSAP II, considerando los proyectos identificados previamente en el Cuadro I. 

a. Necesidad de mejorar los mecanismos de coordinación y control de subcontratistas. Se han observado desprolijidades en técnicas constructivas (encofrados deficientes, trazas de canales desalineadas, etc.);
b. Necesidad de readecuar el balance tiempo persona/costo, adecuando procedimientos que aseguren un buen control de la relación tiempo/actividad, para asegurar la correcta realización de los trabajos. Complementariamente precisar de manera adecuada, el alcance de las responsabilidades según los pliegos;
c. Necesidad de fortalecer la articulación entre contratistas, provincias y PROSAP, respecto a compatibilizar normativas sobre ensayos de materiales y compuestos;
d. En el caso específico de canales de riego, es necesario compatibilizar el período de monda (corte de agua) con las actividades que se realizan en los distintos frentes de trabajo. Se observa que los desajustes se reflejan en impactos de diferente naturaleza (ambientales, sociales, productivos y técnicos). Los trabajos en canales deben realizarse en seco y, en ciertas progresivas, es necesario eliminar el agua mediante bombeo. Una ineficiente articulación en este sentido se ha reflejado en atrasos del orden de 6 meses;
e. Necesidad de identificar tareas críticas y tiempos compatibles con el cumplimiento de las normas ambientales, constructivas y procedimientos previstos en el PGAS;
f. Controlar estrechamente la cantidad de frentes de trabajo, actividades críticas y tecnologías aplicadas versus tiempo empleado (se han observado problemas asociados a demoliciones y/o tendido de estructuras sobre canales, por Ej.: puentes);
g. Asegurar una adecuada articulación en los planes de apeo de forestales. En relación con las masas implantadas, generalmente exóticas, a lo largo de los canales y caminos, es necesario identificar la jurisdicción y responsabilidad de quienes deben intervenir, en función de las necesidades de los proyectos. Se busca evitar conflictos jurisdiccionales e institucionales;
h. Instrumentación de procedimientos seguros para la prevención y disminución del riesgo ante la necesidad de realizar by-pass en la construcción de estructuras en cauces y canales;
i. Implementar medidas eficaces para el retiro inmediato de residuos vegetales para evitar que los pobladores locales los quemen de manera inconsulta, y así evitar riesgos de incendio por efectos del viento;
j. En el caso de caminos, cuando se avanza por tramos, deben ser mantenidos, por el contratista, aquellos que ya se han finalizado, hasta la conclusión de todo el proyecto. Se han detectado situaciones en las cuales no se ha realizado el mantenimiento básico, simultáneamente con el avance de las obras, observándose como consecuencia enmalezado de terraplenes, obturación del alcantarillado, inundaciones en banquinas, y alteración de las condiciones geométricas de la calzada y franjas aledañas por erosión hídrica;
k. Necesidad de incrementar las medidas preventivas en sectores susceptibles a erosión hídrica. Se observa frecuentemente que en el entorno de obras, se generan escorrentías producto de lluvias intensas, que afectan las obras lineales, tanto en sentido transversal como longitudinal. Estas situaciones demandan particular atención y la instrumentación de prácticas correctivas tanto de defensa como de redireccionamiento de cauces menores que pueden afectar las trazas;
l. Necesidad de tener registrado en el obrador la documentación que acredite la habilitación de las empresas prestadoras de servicios de transporte de sustancias y productos peligrosos. Esta documentación, en oportunidades, no se encuentra archivada en el obrador. Respecto de la gestión de residuos debe constar la documentación que indica el lugar de su disposición final, cantidad remitida, y cantidad dispuesta en el lugar autorizado;
m. Cumplimiento de medidas de mitigación de impactos sobre arroyos y cauces menores con fauna ictícola. Se ha detectado el incumplimiento de normas que establecen la necesidad de interrumpir las actividades de obra en dichos cauces, durante el período de desove y nacimiento de alevinos. Ej.: Provincia de Corrientes, Proyecto: Caminos Rurales Lote 2.






� Carriero, Silvia, texto extraído de informe preparado con recursos del Programa BID ATN / MN 6261-AR.





� Manual Ambiental y Social, Apéndice III


� EE – Entidad de Enlace o EPDA - Entidad de Programación del Desarrollo Agropecuario. La misión y funciones de esas entidades están definidas en el Reglamento operativo del PROSAP.
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